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Resumen 

La investigación tuvo como objetivo general Identificar como se vulnera el principio 

de proporcionalidad debido a la aplicación de la medida de prisión preventiva en el 

delito de violación de menores. La metodología que se uso fue de tipo básica, el 

diseño fenomenológico y el enfoque cualitativo. La técnica empleada fue la 

entrevista, y el instrumento de recolección de datos la guía de entrevista. Los 

participantes fueron ocho expertos en Derecho Penal y Procesal Penal, integrados 

por un Juez Constitucional, tres fiscales, una secretaria judicial, y tres abogados 

litigantes. Los hallazgos encontrados demostraron, que se vulnera el principio de 

proporcionalidad en la aplicación de la medida de prisión preventiva en el delito de 

violación de menores cuando la resolución no está debidamente motivada, o 

contiene una motivación aparente, incongruente, y cuando la Fiscalía no demuestra 

en primera instancia con sustento técnico y científico la responsabilidad del 

imputado. En conclusión, los mandatos de prisión preventiva en la actualidad se 

han convertido en una regla general aplicable al común de los delitos, y en el caso 

específico del delito de violación de menores, el ministerio publico consigue que se 

imponga un mandato de prisión preventiva aun cuando no existen los medios 

probatorios técnicos y científicos que sustenten la imputación, y el error más común 

es la resolución que declara fundada el mandato de prisión preventiva, vulnerando 

el derecho fundamental a la debida motivación de las resoluciones judiciales 

prescrito en el numeral 5 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú. 

Palabras clave: Proporcionalidad, idoneidad, necesidad, razonabilidad, dignidad. 
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Abstract 

The general objective of the investigation was to identify how the principle of 

proportionality is violated due to the application of the preventive detention measure 

in the crime of rape of minors. The methodology that was used was of the basic 

type, the phenomenological design and the qualitative approach. The technique 

used was the interview, and the data collection instrument was the interview guide. 

The participants were eight experts in Criminal Law and Criminal Procedure, made 

up of a Constitutional Judge, three prosecutors, a judicial secretary, and three trial 

lawyers. The findings found showed that the principle of proportionality is violated in 

the application of the preventive detention measure in the crime of rape of minors 

when the resolution is not duly motivated, or contains an apparent, inconsistent 

motivation, and when the Prosecutor's Office does not demonstrate in the first 

instance with technical and scientific support the responsibility of the accused. In 

conclusion, pre-trial detention mandates have now become a general one applicable 

to common crimes, and in the specific case of the crime of rape of minors, the Public 

Prosecutor's Office manages to impose a pre-trial detention mandate even when 

There are no technical and scientific means of evidence to support the accusation, 

and the most common error is the resolution that declares the preventive detention 

mandate founded, violating the fundamental right to due motivation of the judicial 

resolutions prescribed in numeral 5 of article 139 of the Political Constitution of Peru. 

Keywords: Proportionality, suitability, necessity, reasonableness, dignity. 
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I. INTRODUCCIÓN  

El principio de proporcionalidad tiene como objetivo limitar las actuaciones 

arbitrarias de los administradores de justicia, y evitar que se afecte los derechos de 

los ciudadanos (Cadme, 2020). No obstante, la función del principio de 

proporcionalidad en la actualidad como limitante del ius puniendi del Estado es aún 

débil y vulnerable (Salvador de la Puente, 2018), porque los operadores de justicia 

emiten excesivos mandatos de prisión preventiva (Viera, 2021) sin previo análisis 

sobre el peligro que ocasionan, porque no cualquier traba procesal es suficiente 

para dictar prisión, sino, solo aquella que resulte idónea y concluyente para el 

desarrollo del proceso (Moscoso, 2020). 

  

Hacer justicia implica que el Estado está en la obligación de investigar, 

perseguir autores y asegurar la sanción una vez que se compruebe la 

responsabilidad de quien se investiga (Monsalve, 2021). Sin embargo, en el común 

de los casos la Fiscalía solicita una medida de prisión preventiva con poco sustento 

probatorio, y peor aún, el juez impone la medida sin fundamentar la idoneidad, 

necesidad y proporcionalidad (Cunó, 2018), y como consecuencia ocasiona 

restricciones desproporcionadas (Peña, 2022) y arbitrarias de los derechos 

fundamentales (Riofrio, 2016), y, en un estado de derecho que respete de la 

dignidad del ser humano no pueden existir actuaciones arbitrarias de los órganos 

jurisdiccionales, si no que su actuación debe ser razonable (Moratto, 2021). 

 

Teniendo en cuenta, que los internos recluidos por mucho periodo de tiempo 

como consecuencia de un mandato de prisión preventiva tienen serias dificultades 

para su reinserción social (Serrano, 2017), es necesario que el Estado responda 

mediante el uso del poder punitivo, pero el actuar debe ser proporcionado, 

respetando los derechos, libertades y la dignidad de los seres humanos (Huertas, 

2020), porque de lo contrario la arbitrariedad seria ajena al ordenamiento 

constitucional y los tratados internacionales, dado que el investigado queda en 

igualdad de condiciones que un condenado, cuando constitucionalmente su 

situación legal tendría que ser distinta (Tovar, 2019). 
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El principio de proporcionalidad tiene como propósito lograr el resguardo 

optima de los derechos fundamentales, permitiendo determinar razonablemente si 

una pretensión transgrede o no el bien jurídico protegido de un derecho (Vásquez, 

2021), y cuya valoración constituye una exigencia indiscutible para los jueces 

penales, para verificar la necesidad, idoneidad, y proporcionalidad de una medida 

coercitiva que restringe los derechos fundamentales (Ramos, 2018). Sin embargo, 

en el común de los casos los jueces se olvidan de aplicar este principio porque en 

realidad existe un crecimiento incontrolable de los mandatos de prisión preventiva, 

pasando de la excepción a una aplicación generalizada (Matos, 2020). 

 

Algunos organismos internacionales han presentado propuestas para el 

alivio de las graves injusticias y tratos inhumanos característicos los sistemas 

carcelarios (Salcedo, 2018), por su parte el Tribunal Constitucional Federal Alemán 

señala que la Prisión Preventiva debe aplicarse en ultima ratio, y la Convención 

Europea de Derechos Humanos solo en caso de peligro de fuga (Susanibal, 2022). 

Sin embargo, algunas instituciones jurídicas como: la Declaración Universal de 

Derechos Humanos, El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, El 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y El Convenio 

Europeo de Derechos Humanos, no se refieren al principio de proporcionalidad 

(Ferreres, 2020). 

 

En el Perú, la problemática se ha producido con la aplicación de las penas 

por parte de los jueces que se encargan de la administración de justicia, siendo el 

caso específico el delito de violación de menores (Huerta, 2021), en donde la 

aplicación de la prisión preventiva tiene como consecuencia restringir la libertad de 

del investigado que se encuentra en un proceso penal, en donde se decidirá si es 

o no responsable por los hechos imputados, por los cuales, se investiga, acusa o 

juzga (Missiego, 2020), y peor aún, en caso de emitirse una sentencia absolutoria 

luego de la privación de la libertad ya sea por nueve meses o dieciocho meses, las 

consecuencias ocasionadas al imputado son irreversibles e irreparables, porque 

principalmente se vulneraron sus derechos fundamentales, se ocasionan daños 

físicos durante el internamiento preventivo, y el daño repentino al proyecto de vida 

(Alcántara y Gamboa, 2020). 
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En consecuencia, se formuló el problema general con la siguiente pregunta 

¿Cómo se vulnera el principio de proporcionalidad debido a la aplicación de la 

medida de prisión preventiva en el delito de violación de menores?, y como 

problemas específicos, i) ¿Cómo el mandato de prisión preventiva sin sustento de 

la idoneidad de la pena vulnera el principio de proporcionalidad?, ii) ¿Cómo el 

mandato de prisión preventiva sin sustento de la necesidad de la pena vulnera el 

principio de proporcionalidad?, iii) ¿Cómo el mandato de prisión preventiva sin 

sustento de la razonabilidad de la pena vulnera el principio de proporcionalidad?  

 

La investigación se justificó teóricamente, porque debido a los vacíos 

normativos, se permite la imposición excesiva de la prisión preventiva como una 

regla general, y no como una excepción, y como consecuencia se vulnera los 

derechos fundamentales de los investigados, porque los jueces no toman en 

cuenta, la idoneidad, necesidad, y proporcionalidad de la mediada. La justificación 

practica se sustentó, porque con los resultados de la investigación se buscó 

contribuir al incremento del conocimiento y al desarrollo científico.  

 

La investigación se justificó metodológicamente, porque para lograr el 

objetivo general se aplicó la entrevista a expertos en Derecho Penal y Procesal 

Penal, que permitió recoger información confiable para dar respuesta al problema 

general. La justificación social se sustentó, porque luego de alcanzar el objetivo 

general planteado, los principales beneficiados son los internos que sufren las 

consecuencias de la privación de la libertad con una medida tan arbitraria e ilegal 

como la prisión preventiva. 

 

En ese sentido, el objetivo general consistió en: Identificar como se vulnera 

el principio de proporcionalidad debido a la aplicación de la medida de prisión 

preventiva en el delito de violación de menores, y como objetivos específicos, i) 

describir, cómo el mandato de prisión preventiva sin sustento de la idoneidad de la 

pena vulnera el principio de proporcionalidad, ii) explicar, cómo el mandato de 

prisión preventiva sin sustento de la necesidad de la pena vulnera el principio de 

proporcionalidad, iii) determinar cómo el mandato de prisión preventiva sin sustento 

de la razonabilidad de la pena vulnera el principio de proporcionalidad. 
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II. MARCO TEÓRICO 

En el siguiente apartado se consideró la revisión de los antecedentes a nivel 

internacional, nacional y local, el sustento teórico, el marco conceptual, derecho 

comparado, y el marco jurisprudencial. 

 

Huerta y Farro (2021) tuvieron como objetivo general demostrar que la 

valoración del principio de proporcionalidad, y los sub principios de idoneidad, 

necesidad y razonabilidad son necesarios para resolver un pedido de prisión 

preventiva en los juzgados penales de Huacho. El método fue de tipo básico, 

enfoque mixto y alcance explicativo. La población estuvo conformada por 2000 

abogados del colegio de abogados de Huaura y la muestra por 125 abogados. 

Concluyeron, que la prisión preventiva es una medida muy peligrosa, porque el 

fiscal la solicita sin que se haya demostrado la culpabilidad del imputado y el juez 

impone la medida sin valorar el principio de razonabilidad. 

 

Viera (2021) tuvo como objetivo identificar cuáles son los criterios que toman 

en cuenta los jueces penales para la valoración de principio de proporcionalidad en 

el juzgado de Lima. El método empleado fue cualitativo, y el diseño 

fenomenológico. Los participantes del estudio fueron 10 especialistas en Derecho 

Penal, y formaron parte del análisis las resoluciones de prisión preventiva del caso 

Hinostrosa Pariachi, Ollanta Humala, y Nadine Heredia. Concluyó, que la prisión 

preventiva se impone con mucha frecuencia en el Proceso Penal, sin un análisis 

profundo de la proporcionalidad de la medida, y más grave aún, cuando no se logra 

recopilar los medios probatorios para determinar la responsabilidad penal del 

investigado. 

 

Ariza (2021) tuvo como objetivo analizar si los jueces de investigación 

preparatoria de Huaraz valoran el principio proporcionalidad en las medidas de 

prisión preventiva. El método empleado fue cualitativo, y el instrumento de 

recolección de información la guía de entrevista. El escenario de estudio fue el 

Ministerio Publico de Ancash, la muestra estuvo conformada por tres abogados 

especializados en Derecho Penal. Concluyó, que el principio de proporcionalidad 

tiene rango constitucional, sin embargo, no es valorado por los Juzgados de 
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Investigación Preparatoria de Huaraz al momento de privar de la libertad al 

investigado. 

 

Alcántara y Gamboa (2020) tuvieron como objetivo determinar cuáles son 

las consecuencias ocasionadas por las medidas de prisión preventiva en el delito 

de violación de menores en el Juzgado de Chota-Cajamarca. Uso el enfoque 

cualitativo, diseño no experimental, tipo básico. Concluyó, que nueve de doce 

resoluciones por mandato de prisión preventiva que fueron emitidas por el Juzgado 

Penal de Chota, contenían errores de fondo, principalmente falta de motivación 

coherente de los hechos, y la falta de valoración del principio de proporcionalidad, 

y apartamiento de los precedentes vinculantes de observancia obligatoria.  

 

Quesquén (2019) tuvo como objetivo identificar la relación que hay entre la 

ausencia de peritos y la medida de prisión preventiva en el delito de violación sexual 

en la Provincias de San Martin y Mariscal Cáceres. La metodología usada, fue el 

enfoque cuantitativo, diseño no experimental. La muestra consistió en la revisión 

de 49 expedientes en delitos de violación sexual. Concluyó, que en los 49 

expedientes analizados existe ausencia de peritajes en los delitos de violación 

sexual, identificando que no se fundamenta la necesidad, idoneidad y el principio 

de razonabilidad. 

 

A nivel internacional Valverde (2021) tuvo como objetivo identificar si la 

medida de la prisión preventiva en el sistema penal ecuatoriano vulnera los 

derechos y garantías del procesado. La metodología usada, fue el enfoque 

cualitativo, método analítico, histórico. Concluyó, que la Constitución del Ecuador 

se presenta como una de las más protectoras de los derechos fundamentales, pero 

en la practica el abuso del poder del estado vulnera el principio de proporcionalidad, 

debido al exceso de las medidas de prisión preventiva, que se consideran una pena 

anticipada, por la infinidad de transgresiones a los derechos humanos, y a los 

tratados de los cuales el Ecuador es parte. 

 

López (2020) tuvo como objetivo estudiar la valoración del principio de 

proporcionalidad sobre las penas previstas en el Código Penal Integral del Ecuador. 
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La metodología usada, fue el enfoque cualitativo, el método histórico, doctrinario, y 

el análisis documental. Concluyó, que en la prisión preventiva se evidencia la falta 

de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, dado que no se analiza el fin de la 

medida, vulnerando el derecho al trabajo, a la libertad, y a la economía del 

procesado. Además, las autoridades del legislativo y el judicial no consideran el 

principio de proporcionalidad al momento de regular el ordenamiento jurídico, por 

tanto, los jueces no optan por aplicar medidas menos gravosas. 

 

Junco (2019) tuvo como objetivo analizar el derecho a la presunción de 

inocencia, en los pedidos de prisión preventiva en México. El método aplicado fue 

el enfoque cualitativo, el análisis doctrinario, jurisprudencial y derecho comparado. 

Concluyó, que el derecho a la presunción de inocencia es vulnerando, porque la 

constitución de los estados mexicanos establece en el artículo 19, que el Ministerio 

Público puede solicitar una medida de prisión preventiva cuando otras mediadas no 

garanticen la comparecencia del imputado durante el juicio. Sin embargo, la forma 

en que se vulneran los derechos humanos es debido a la ampliación de los plazos 

excesivos de la prisión preventiva. 

 

Gomes (2018) tuvo como objetivo analizar la implementación 

desproporcionada de la medida de prisión preventiva que vulnera el derecho a la 

presunción de inocencia, y el derecho de libertad de tránsito. La metodología que 

uso fue el enfoque cualitativo, el método de análisis de casos, doctrina, 

jurisprudencia, y derecho comparado. Concluyó, que en la Constitución de México 

el principio de la presunción de inocencia cuenta con rango constitucional, y merece 

ser respetado por todos los jueces. Sin embargo, la imposición desmedida de la 

prisión preventiva se considera una pena anticipada, porque ha pasado de la 

excepción a la regla general. 

 

Penagos (2021) tuvo como objetivo analizar el artículo 217-A del Código 

Penal Colombiano con énfasis en la proporcionalidad de la pena. Uso el enfoque 

cualitativo, y el método de análisis documental, doctrinario y jurisprudencial. 

Concluyó que, el principio de proporcionalidad es esencial en cualquier estado de 

derecho y cumple un rol fundamental como limitador de la actuación punitiva del 
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estado. Sin embargo, la imposición de una pena inmotivada, idónea, necesaria y 

razonable, vulnera el principio de proporcionalidad, debido a la arbitrariedad de la 

actuación de los administradores de justicia penal. 

 

La epistemología del principio de proporcionalidad se remonta a Alemania, 

con la vigencia de la Carta Magna de Boon de 1949. No obstante, el origen parte 

con el derecho administrativo decimonónico (Ferres, 2020), a posteriori en la 

segunda posguerra, fue elevado a un rango constitucional, con la finalidad de poner 

límites al ejercicio abusivo de los órganos del estado (Cordero, 2020). 

 

La tipificación del principio de proporcionalidad ha sido fundamental en la 

creación de las leyes que regulan la conducta de los ciudadanos, sobre todo en los 

derechos constitucionales que en su origen creo el Tribunal Constitucional de 

Alemania (Vásquez, 2021), y que actualmente las cortes de muchas de las 

jurisdicciones a nivel mundial lo toman en cuenta para identificar si la restricción de 

un derecho es legal o no (Ferres, 2020). 

 

El Articulo ocho de la declaración de los Derechos del Hombre y del 

Ciudadano de 1789 establece que la ley no puede establecer más penas que las 

estrictamente necesarias, haciendo referencia a la observancia obligatoria del 

principio de proporcionalidad (Cordero, 2020) que está conformado por los 

principios de idoneidad, necesidad, y de proporcionalidad (Bernal, 2014). 

 

El principio de proporcionalidad crea barreras a las actuaciones de los 

jueces, para evitar que se vulneren los derechos fundamentales de los ciudadanos, 

obligando a todo órgano jurisdiccional la observancia obligatoria de los criterios de 

idoneidad, necesidad y proporcionalidad (Cadme et al. 2020). 

 

Respecto de los sub principios de proporcionalidad Borowski (2019) señala 

lo siguiente: 

La idoneidad requiere que el estado busque un fin legítimo, y que los medios 

sean apropiados para alcanzarlo, o por lo menos que promuevan tal fin. Los 

fines ilegítimos están excluidos desde el inicio; estos carecen de fundamento 
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que justifique interferencias en derechos fundamentales. Al aplicar el criterio 

de necesidad, los medios deben tener el efecto menos restrictivo. Esto quiere 

decir que no hay medios alternativos que infrinjan en un grado menor en los 

derechos de los individuos, si no, que promuevan al menos el fin, así como 

los medios empleados por el estado. Finalmente, la proporcionalidad en 

sentido estricto requiere que la interferencia en los derechos del individuo y 

la proporción de los fines legítimos de la autoridad sean ponderados. Si la 

primera pesa más que la segunda, la interferencia cuenta como 

desproporcional y, así, como inconstitucional. (pp. 83-84) 

 

La reforma constitucional del estado boliviano del año 2009 dio lugar a una 

amplia interpretación pluralista, estableciendo que los primeros garantes de la 

constitución son los jueces ordinarios, las autoridades administrativas, los jueces 

constitucionales, los vocales constitucionales y el tribunal constitucional 

plurinacional, quienes deben buscar la aplicación de la justicia con el respeto al 

sistema plural de derechos de los particulares (Gonzales, 2022). 

 

En ese sentido, en cuanto al principio de idoneidad corresponde analizar si 

la medida es idónea para lograr la finalidad que se persigue; mediante el examen 

de necesidad se debe evaluar si existen otras medidas supletorias para alcanzar la 

finalidad perseguida; y por medio del examen de proporcionalidad deben analizar 

si el sacrificio que se producirá en el derecho afectado está realmente justificado 

(Gonzales, 2022) 

 

En el derecho penal colombiano el aumento de las penas y la expansión 

desmedida del ius puniendi del estado, es una imagen clara de la arbitrariedad del 

sistema de justicia, porque se considera a la prisión preventiva como la mejor 

alternativa para la situación de quienes buscan quebrantar la ley; por eso la Corte 

Constitucional en las Sentencias T-338 de 2003 y T-762 de 2015 declaro el estado 

de cosas inconstitucional generado por la crisis producto del hacinamiento 

carcelario (Cala, 2018). 
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La Corte Constitucional colombiana en la Sentencia C-647/01, 2001 señalo 

que “la pena no solo debe estar definida en la ley, sino que debe ser justa, lo que 

se traduce en que ningún caso y bajo ninguna circunstancia el Estado puede 

imponer penas desproporcionadas, innecesarias, o inútiles” (Cala, 2018, p. 89). 

 

En el Ecuador, según el numeral 1 del artículo 77 de la Carta Magna, la pena 

privativa de la libertad se aplicará por excepción. Sin embargo, con la vigencia del 

Código Integral Penal, se ha incrementado el abuso de la prisión preventiva, porque 

se estableció penas desproporcionadas que se contradicen con el Estado de 

derecho y la justicia (Florián, 2018). 

 

El principio de proporcionalidad está regulado en el inciso segundo del 

artículo 253 del Código Procesal Penal Peruano, y establece que la privación de un 

derecho constitucional será con el debido respeto al principio de proporcionalidad, 

y cuando se reúnan los medios probatorios que permitan determinar la 

responsabilidad del procesado (Huaycochea, 2022). 

 

El principio de proporcionalidad está regulado en el último párrafo del 

artículo 200 de la carta fundamental del Perú, y establece que los órganos 

jurisdiccionales competentes necesariamente deben observar que las acciones que 

tengan que ver con la restricción de derechos fundamentales sean razonables y 

proporcionales (Expediente N.º 010-2002-AI/TC). 

 

El juzgador antes de imponer la prisión preventiva, está obligado a evaluar 

el conjunto de elementos de cargo y de descargo, no con la finalidad de formarse 

una convicción acerca de la culpabilidad o de la inocencia, si no con el fin de 

identificar si existe autenticidad relación con la vinculación del investigado con un 

hecho delictivo (Expediente. Nº 04780-2017-PHC/TC). 

 

La prisión preventiva tiene por finalidad la restricción de un derecho 

constitucional de los ciudadanos que aún no fueron juzgados ni sentenciados, y así 

sea justa o injusta la medida, siempre será un castigo anticipado (Salcedo, 2019), 
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debido a que consume de manera irreparable el derecho a la libertad de quien fuera 

procesado (Salcedo, 2018). 

 

La Prisión Preventiva está regulada en la Sección Tercera del Libro 

Segundo del Código Procesal Penal Peruano, en el título de las Medidas de 

Coerción Procesal (Espinoza, 2020), y consiste en restringir la libertad de un 

sujeto a quien se considera inocente, pero que las fuerzas de seguridad publica 

señalan como participe en la comisión de un delito que la constitución y/o la ley 

han enlistado como grave (Salcedo, 2021). 

 

La Fiscalía está en la obligación de fundamentar el pedido de prisión 

preventiva conforme lo señala el artículo 122 del Código Procesal Penal Peruano, 

siendo importante demostrar las razones de la idoneidad, necesidad y la 

proporcionalidad de la medida restrictiva de derechos de los ciudadanos (Casación 

Nº 626-2013). 

 

Por lo tanto, la prisión preventiva será necesaria si es indispensable para 

asegurar la comparecencia del procesado, siempre y cuando no exista una medida 

menos gravosa que pueda lograr los mismos resultados, será idónea si permite 

conseguir los fines constitucionalmente legítimos, y será proporcional si no resulta 

exagerada en razón a las circunstancias de la comisión del delito (Acuerdo Plenario 

Nº 01-2019/CIJ-116). 
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III. METODOLOGÍA 

3.1. Tipo y diseño de investigación: 

La investigación buscó dar a conocer los fundamentos de la vulneración del 

principio de proporcionalidad en la aplicación de la prisión preventiva en los delitos 

de violación de menores en el Perú. En ese sentido, la investigación es de tipo 

básica, porque se recogió información de la realidad problemática con el fin de 

incrementar el conocimiento sobre el problema de estudio (Valderrama (2013). 

 

El diseño es fenomenológico, porque se recurrió al punto de vista de los 

expertos, quienes desde sus vivencias y experiencias aportaron amplia 

información. Por lo tanto, para comprender un fenómeno concebido en la 

conciencia del ser humano es importante emplear el diseño fenomenológico para 

averiguar la subjetividad del mundo interno de la persona (Galvis, 2018). 

 

El enfoque es cualitativo, porque fue conveniente `para comprender el 

fenómeno desde la experiencia de quienes lo viven y experimentan, para encontrar 

ciertas diferencias en las experiencias y encontrar su significado (Hernández y 

Mendoza, 2018). 

3.2. Categorías, subcategorías y matriz de categorización: 

El proceso de categorización consiste en adentrarse repentinamente en el discurso 

con la finalidad de tener una comprensión cada vez más profunda e integral del 

objeto de estudio (Magia, 2011). Es decir, consiste en ponerle nombre y definir cada 

unidad de análisis (Marín, Hernández y Flores, 2016). En ese sentido, las 

categorías de la investigación fueron: principio de proporcionalidad y prisión 

preventiva, y las subcategorías fueron idoneidad, necesidad, racionalidad, 

legalidad, justicia, y dignidad. (Anexo 1) 

 

El principio de proporcionalidad, tiene por finalidad crear barreras a los 

jueces, para evitar que se vulneren los derechos de los investigados, estando en la 

obligación de la observancia obligatoria de los sub principios de idoneidad, 

necesidad y proporcionalidad (Cadme et al. 2020). 

 



 

12 

 

La Prisión Preventiva, restringe la libertad de un sujeto a quien se considera 

inocente, pero que las fuerzas de seguridad publica señalan como participe en la 

comisión de un delito que la constitución y/o la ley han enlistado como grave 

(Salcedo, 2021).  

 

El Sub principio de Idoneidad, requiere que el estado busque un fin legítimo, 

y que los medios sean apropiados para alcanzarlo, o por lo menos que promuevan 

tal fin. Los fines ilegítimos están excluidos desde el inicio; estos carecen de 

fundamento que justifique interferencias en derechos fundamentales (Borowski, 

2019). 

 

El Sub Principio de Necesidad, requiere que los medios deben tener el efecto 

menos restrictivo. Esto quiere decir que no hay medios alternativos que infrinjan en 

un grado menor en los derechos de los individuos, si no, que promuevan al menos 

el fin, así como los medios empleados por el estado (Borowski, 2019). 

 

El Sub Principio de Razonabilidad, requiere que la interferencia en los 

derechos del individuo y la proporción de los fines legítimos de la autoridad sean 

ponderados. Si la primera pesa más que la segunda, la interferencia cuenta como 

desproporcional y, así, como inconstitucional (Borowski, 2019). 

 

La Justicia, el derecho a la justicia contiene diversos elementos: la obligación 

de los organismos jurisdiccionales de investigar si la conducta es punible y, en caso 

de serlo, determinar la responsabilidad de quien se investiga con debido respeto de 

los derechos fundamentales (Vásquez y Cruz, 2022). 

 

La Legalidad, tiene por finalidad determinar que nadie puede sea sancionado 

por un hecho que no se encuentre previamente y expresamente considerado delito 

y sin la debida previsión de una pena (Vásquez y Cruz, 2022). 

 

La Dignidad, se concreta en recibir un trato igualitario por parte de los jueces, 

y en el caso específico de la protección frente las injerencias de terceros, y en las 

garantías frente a las pretensiones punitivas (Tamayo y Sotomayor, 2018). 
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3.3. Escenario de estudio: 

El desarrollo del estudio sobre la vulneración del principio de proporcionalidad en 

la medida de prisión preventiva en el delito de violación de menores se realizó a 

través de la revisión de artículos científicos, revistas, y tesis de pre y posgrado sobre 

el problema de estudio, y luego se aplicó la guía de entrevista de tipo estructurada 

por medio del correo electrónico a ocho expertos en Derecho Penal, Procesal Penal 

y Derecho Constitucional, que laboran en el Ministerio Publico y el Poder Judicial 

del Perú.  

3.4. Participantes: 

En la investigación participaran los siguientes expertos en Derecho Penal, Derecho 

Constitucional, y Derecho Procesal Penal. 

 

Tabla 1 Participantes 

Participantes Cargo Descripción Profesional 

1 Juez Constitucional Doctor en derecho Procesal Penal 

2 Fiscal Maestro en derecho Penal 

3 Fiscal Adjunta Doctor en derecho Constitucional 

4 

5 

6 

7 

8 

Secretaria Judicial 

Abogada 

Abogada 

Abogada 

Fiscal 

Doctor en derecho Procesal Penal 

Doctor en derecho Penal y Procesal Penal 

Magister en derecho Penal y Procesal Penal 

Doctor en Derecho Penal 

Maestro en Derecho Penal y Procesal Penal 

 

3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos: 

Hernández y Ávila (2020) señalan que las técnicas son procedimientos para 

recopilar información suficiente que permita responder a la pregunta de 

investigación, y el instrumento crea las condiciones para conseguir la medición. En 

ese sentido, en la investigación se utilizó la técnica de la entrevista, y como 

instrumento de recolección de información la guía de entrevista de tipo estructurada 

(Sánchez, Fernández y Días, 2021). 
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3.6. Procedimientos: 

El procedimiento se inició con la revisión de la literatura, luego se desarrolló la 

realidad problemática con una clara explicación de lo que se sabe sobre la 

vulneración del principio de proporcionalidad en la aplicación de la prisión 

preventiva a nivel local, nacional e internacional, luego, se redactó el marco teórico, 

partiendo por los antecedentes a nivel nacional e internacional, para tener una idea 

de cuánto se ha investigado sobre el problema, y cuanta faltó por investigar, 

posteriormente se desarrolló el marco histórico, las teorías, el marco conceptual, 

derecho comparado, y finalmente el marco metodológico. 

3.7. Rigor científico: 

El criterio de rigor científico se refleja en el manejo acertado que realice el 

investigador de la información, que transcurre por diferentes momentos: 

planificación, recolección, procesamiento, y análisis (Espinoza, 2020).  

 

En la investigación se aplicó el criterio de la credibilidad (Validez interna), la 

transferibilidad (Validez externa), y la confirmabilidad (Objetividad) (Ventura y León, 

2017), durante la recopilación de la investigación, durante el análisis, el 

procesamiento de la información, y durante el análisis de resultados. 

 

La credibilidad, garantiza que lo registrado en el estudio es copia fiel y exacta 

de aquello que existe en la conciencia los informantes a través de sus experiencias. 

 

Transferibilidad, se relaciona con las especificidades de los escenarios e 

informantes que permitan a la comunidad científica reconocer las situaciones en las 

que se desarrolló el estudio. 

 

Confirmabilidad, hace referencia a los niveles de objetivación, es decir, de 

identificar cuál es la percepción que existe en relación al problema de investigación 

(Castillo y Vázquez, 2003; Arias y Giraldo, 2011). 

3.8. Método de análisis de información: 

El análisis de los datos cualitativos consiste en construir y procesar los datos con 

la finalidad de interpretarlos (Taylor y Bogdan, 1992). 
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En ese sentido, primero se recogió la información de fuentes primarias, tales 

como: artículos científicos, revistas indexadas y tesis, luego se analizó el problema 

de estudio, se desarrolló la realidad problemática. Posteriormente, se recogió la 

información de los antecedentes a nivel internacional y nacional, con la finalidad de 

conocer cuando se investigó y cuanto falto por investigar sobre el tema de estudio, 

posteriormente, se desarrolló las teorías sobre el principio de proporcionalidad y la 

prisión preventiva, partiendo por la epistemología, el marco teórico, el enfoque 

conceptual, el marco del derecho comparado y el análisis jurisprudencial. 

Finalmente, se analizaron los resultados encontrados identificando las 

coincidencias y las discrepancias entre las opciones de los participantes, y luego 

se realizó la discusión de resultados, comparando los antecedentes de la 

investigación, con los resultados encontrados y el sustento con las teorías de la 

investigación. 

3.9. Aspectos éticos: 

La investigación es original, porque de desarrolló bajo el estricto cumplimiento de 

los estándares establecidos por la Universidad Cesar Vallejo mediante la 

Resolución de Vicerrectorado de Investigación Nº 110-2022-VI-UCV de fecha 05 de 

abril del 2022. Además, las citas y referencias se realizaron con minuciosidad y 

cumpliendo con las disposiciones previamente establecidas en la norma de citación 

para trabajos de investigación APA (American Psychological Association), en ese 

sentido se redactó correctamente las referencias con el debido respeto de los 

derechos de autor establecido en el Decreto Legislativo Nª 822, y finalmente, se 

pasó por el programa Turniting, cumpliendo con el porcentaje mínimo de similitud 

establecido. 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN  

En el siguiente apartado se desarrolló el análisis de los resultados obtenidos 

producto de las entrevistas que se realizaron a los informantes, posteriormente se 

realizó el procedimiento de la triangulación de la información, en concordancia con 

los objetivos de la investigación, para finalmente realizar el procedimiento de 

discusión. Anexo 3. 

 

En ese sentido, después de realizar el análisis de resultados en relación a la primera 

pregunta ¿Cuál es el análisis crítico que haría usted, sobre la medida que privo de 

la libertad a un imputado por un presunto delito de violación de menores, que es 

declarada infundada en segunda instancia por vulnerar el derecho a la motivación 

de las resoluciones judiciales en primera instancia? el entrevistado JJVL1 sostuvo, 

que la motivación  de las resoluciones judiciales es una garantía frente a la 

arbitrariedad judicial, por lo tanto,  la privación de la libertad debe darse de acuerdo 

al cumplimiento de los requisitos legales que señala el código procesal penal con 

su análisis de proporcionalidad. Por su parte, el entrevistado MOHZ2 indico que la 

prisión preventiva debe ser aplicada cumpliendo los cinco presupuestos 

establecidos en el artículo 428 del Código Procesal Penal y el Acuerdo Plenario 01-

2019.  

 

Por otro lado, el entrevistado CMRS3, sostuvo que en el caso del delito de violación 

de menores no se aplica el principio de proporcionalidad de una manera idónea, 

porque no se realiza una ponderación de derechos fundamentales al momento 

privar de la libertad al investigado. En ese mismo orden de ideas, el entrevistado 

EATT4 sostuvo, que básicamente el pronunciamiento judicial no se sustenta en 

derecho cuando no se satisface adecuadamente el sustento factico, jurídico y 

probatorio de la dedición judicial. Posición que fue apoyada por la opinión del 

entrevistado RGZ5, quien sostuvo que, una medida de prisión preventiva, debe 

cumplir con una debida motivación sobre una sospecha grave, con alto grado de 

probabilidad. 

 

En concordancia con lo anterior, el entrevistado KDVB6, considero que en este tipo 

de delitos no se analiza en forma conjunta los requisitos para la imposición de la 
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prisión preventiva, evidenciándose una transgresión del principio de motivación de 

las resoluciones judiciales y el principio de proporcionalidad. Posición que fue 

apoyada por el entrevistado CRLG7, quien señalo que se vulnera el principio de 

proporcionalidad cuando una resolución que declara fundada un pedido de prisión 

preventiva no está debidamente motivada. Por sí mismo, el entrevistado PSP8 

señaló que toda persona tiene derecho a la libertad, siendo este el   bien jurídico 

más preciado de todo ser humano. 

 

Ahora bien, en relación a la segunda pregunta ¿Cuáles serían las consecuencias 

para la vida del imputado por un presunto delito de violación de menores, una 

medida de prisión preventiva que es declarada fundada por presiones mediáticas y 

no con medios de prueba contundentes? el entrevistado JJLV1 sostuvo que un Juez 

no debe juzgar jamás por presiones mediáticas, sesgos o imparcialidad; sino, 

realizar la función jurisdiccional de una manera justa e imparcial con criterios 

lógicos, técnicos y de experiencia, basados en principios de predictibilidad, 

racionalidad y proporcionalidad, que permitan prever que la conducta analizada 

constituye un delito penal respetando un debido proceso, de lo contrario constituiría 

responsabilidad por errores judiciales que afectan la vida de los imputados. 

 

Respecto de lo anterior, el entrevistado MOHZ2 sostuvo, que de ordenarse la 

detención del imputado sin una acusación objetiva e imparcial se afectaría tanto al 

culpable como al inocente antes de emitirse un pronunciamiento definitivo; 

generándose antecedentes, privándose de su libertad, aislándolo de la sociedad 

que traerá de por si cambios en su comportamiento en su mayoría negativos, 

además, de ser declarado inocente, la frustración de su proyecto de vida. Por otra 

parte, el entrevistado CMRS3 considero que las consecuencias que se dan en 

dichas situaciones son irreversibles; toda vez que no solo son los antecedentes 

judiciales que se generan al momento del ingreso a un penal; si no también están 

las consecuencias psicosociales.  

 

En la misma línea, el entrevistado EATT4 señalo, que la principal consecuencia 

perjudicial seria el atentar contra la libertad ambulatoria cuando no concurren las 

circunstancias de excepcionalidad para restringir legal y constitucionalmente un 
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derecho fundamental. Entonces, el entrevistado RGZ5 señalo que las 

consecuencias son graves en el ámbito, laboral, psicológica, familiar, social, etc. En 

esa misma línea de pensamiento, el entrevistado KDVB6 señalo, que se estaría 

vulnerando el principio de proporcionalidad, toda vez que, para imponer la prisión 

preventiva deben existir medios probatorios, que vinculen al imputado con la 

comisión del delito. Por lo que, imponer tal medida de ultima ratio, solo por presión 

mediática, ocasionaría que el imputado sea señalado como aquel sujeto que 

ingresó a prisión por presunto delito de violación sexual, sin que aún sea declarado 

culpable, lo que impediría un desarrollo normal en su vida cotidiana.  

 

En coincidencia con lo anterior, el entrevistado CRLG7 señalo, que ninguna 

autoridad debe ejercer injerencia sobre la función jurisdiccional; razón por la cual, 

los jueces garantizan la protección de los derechos fundamentales de los 

ciudadanos frente a cualquier amenaza o violación de estos, debiendo resolver 

cada caso en concreto sin estar limitados, condicionados o tener interferencias de 

ningún poder del estado, así como tampoco de ninguna persona natural o jurídica; 

es decir, deben actuar de manera justa, con imparcialidad, y sin sesgos ni 

estereotipos, sino con criterio lógico, técnico y de experiencia, a fin de establecer 

que los hechos se encuentren debidamente probados y que la conducta 

desplegada constituya delito, para imponer una sanción punitiva; de lo contrario, se 

estaría vulnerando derechos fundamentales del justiciable, lo que acarrearía 

consecuencias nefastas para la vida del imputado y su familia, por errores 

judiciales. 

 

Finalmente, el entrevistado PSP8 señalo, que muchas veces los Jueces tienen la 

presión de los medios de comunicación, para declarar fundada las medidas de 

prisión preventiva sin contar con elementos de convicción que vinculen al 

investigado con el delito, por tener temor a ser posteriormente cuestionados, ya que 

muchas veces la prensa  en vez de informar desinforma, y al ingresar una persona 

al penal, toda su familia se ve afectada psicológicamente, y dejan de creer en la 

justicia, más aun si una persona ingresa al penal por el tipo de delito de violación 

de menores les espera “la ley del ojo por ojo, diente por diente ”.   
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Ahora, respecto de la tercera pregunta ¿Cuáles son los errores que comenten los 

jueces de investigación preparatoria al momento de valorar los medios probatorios 

que presenta el Ministerio Publico en un presunto delito de violación de menores? 

el entrevistado JJVL1 sostuvo, que el derecho fundamental a la prueba tiene 

protección constitucional ya que forma parte de manera implícita del derecho a la 

tutela procesal efectiva, Por otra parte, el entrevistado MOHZ2 señalo que, frente a 

un delito que se comente de manera oculta, esta debe ser analizada con mayor 

rigor y acompañarla con medios periféricos que acrediten su comisión.  

 

Desde otro punto de vista el entrevistado CMRS3 señalo que el hecho de que haya 

un gran porcentaje de personas en la cárcel, y más aún inocentes, es sinónimo de 

la inexistencia de un sistema judicial exento de errores; siendo que la más 

preponderante podría ser la valoración inadecuada de los elementos de convicción, 

y coincidiendo en la idea el entrevistado EATT4 refirió, que, desde el punto de la 

vista de la víctima, yerran en analizar estos delitos, que de por si son clandestinos, 

bajo la óptica a través de las cuales analizan otros tipos penales, y desde el punto 

de vista del imputado priorizar mucho lo gravedad de la pena y no sostener criterios 

uniformes al momento de ponderar los otros indicadores de cada caso en concreto. 

Por otro lado, el entrevistado RGZ5 señalo, que uno de los errores que suelen 

cometer los jueces de investigación preparatoria al valorar los medios probatorios 

en este tipo de delitos se debe a que no aplican el Acuerdo Plenario 1-2011/CJ-116 

sobre Apreciación de la prueba en los delitos contra la libertad sexual, y el Acuerdo 

Plenario 4-2015/CJ-116 sobre la Valoración de la prueba pericial en delitos de 

violación sexual, opinión apoyada entrevistado KDVB6, quien señalo que muchas 

veces no realizan una valoración individual de cada medio de prueba presentado 

por el Ministerio Público, y como se vincula tal medio de prueba con el imputado.  

En esa misma línea, el entrevistado CRLG7 señalo que el juez debe exigir a las 

partes procesales presentar medios de prueba necesarios, y que cumplan con 

todas las formalidades establecidas, para acreditar su pretensión o contradicción. 

Asimismo, el análisis y valoración individual y conjunta de la prueba o medios 

probatorios debe darse bajo el principio de la libre valoración o sana crítica, 

inmediación y contradicción, debiendo estar debidamente motivados por escrito con 
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el fin de que las partes procesales puedan comprobar si el mérito otorgado a dichos 

medios de prueba ha sido efectiva y adecuadamente realizado; contrario sensu, 

sería inconstitucional y arbitrario. Finalmente, el entrevistado PSP8 señalo, que los 

medios probatorios deben ser valorados de manera conjunta, a fin de poder 

determinar la responsabilidad de los autores, es decir concatenando unos con 

otros, ya muchas veces los jueces no lo valoran de esa manera, sino de manera 

individual. 

Respecto de la cuarta pregunta, ¿Qué opinión le merece, la valoración que hacen 

los jueces de investigación preparatoria por el derecho fundamental a la libertad y 

el derecho a la dignidad de un imputado por un presunto delito de violación de 

menores? el entrevistado JJVL1 señalo que si se comete un ilícito penal existe 

responsabilidad penal la cual debe ser juzgada dentro de un debido proceso; y los 

jueces tienen el deber de aplicar la ley de acuerdo a varios criterios con principios 

de legalidad, proporcionalidad y racionalidad, haciendo una adecuada valoración 

de la prueba en cada proceso, contrario sensu esta actuación deviene en arbitraria 

e inconstitucional. Asimismo, el entrevistado MOHZ2 refirió, que el derecho a la 

libertad siempre es desvalorado en el delito de violación de menores, teniendo los 

jueces una inclinación a la presunta víctima, aplicando la prisión preventiva como 

regla y no como excepción, sin importar de este modo la dignidad de la persona 

que se ve afectada al ser procesada por este tipo penal, máxime si resulta ser 

inocente, no habiendo ningún tipo de resarcimiento ante dicho prejuzgamiento. 

Por otro lado, el entrevistado CMRS3, señalo, que los magistrados carecen de 

criterio jurídico, asimismo, el entrevistado EATT4 señalo, que es necesario que 

efectúen una adecuada valoración, y ponderación de derechos, porque es 

precisamente el derecho a la libertad ambulatoria el que se busca restringir. 

Complementando, el entrevistado KDVB6 señalo que el derecho fundamental a la 

libertad y a la dignidad no son tomados en cuenta al momento de analizar el caso. 

Por lo tanto, según el entrevistado CRLG7 los órganos jurisdiccionales tienen el 

deber de brindar protección a los derechos fundamentales de la persona, conforme 

lo establece la constitución y la Ley. Finalmente, el entrevistado PSP8 señalo, que 

no todos los jueces hacen una valoración adecuada de estos derechos que son 

fundamentales, al momento de dictar una medida de detención preventiva. 
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Ahora bien, sobre la pregunta cinco ¿Qué motiva a los jueces de investigación 

preparatoria a privar de la libertad a un imputado por violación de menores aun 

cuando existen otros mecanismos alternativos a la prisión preventiva? el 

entrevistado JJVL1 señalo, que si se comete un ilícito penal existe responsabilidad 

penal que debe ser juzgada dentro de un debido proceso; los jueces aplican la ley 

de acuerdo a varios criterios con principios de legalidad, proporcionalidad y 

racionalidad entre otros, haciendo una adecuada valoración de la prueba en cada 

proceso, sino esta actuación deviene en arbitraria e inconstitucional. En 

complemento el entrevistado MOHZ2 señalo que derecho a la libertad siempre es 

desvalorado en el delito de violación de menores, teniendo los jueces una 

inclinación a la presunta víctima; aplicándose la prisión preventiva como regla y no 

como excepción, sin importar de este modo la dignidad de la persona que se ve 

afectada al ser procesada por este tipo penal, máxime si resulta ser inocente, no 

habiendo ningún tipo de resarcimiento ante dicho prejuzgamiento. 

Por otra parte, el entrevistado CMRS3 señalo, que, por presiones políticas, 

presiones sociales que recae en la perdida confianza y desacredita el criterio del 

juez penal que otorgue libertad a un violador, lo cual se ve potencializado en casos 

mediáticos; desprestigiando al magistrado y a la institución. Consiguientemente el 

entrevistado EATT4 sostuvo que la minoría de edad es considerada un factor de 

vulnerabilidad, y es por ello que se busca proteger enérgicamente el derecho a la 

justicia de las víctimas, sin embargo, no se optan por otros elementos por falta de 

uso, falta de recursos, y la percepción herrada de una sociedad punitiva sobre 

impunidad. Por otro lado, el entrevistado RGZ5 refirió, que la valoración que hacen 

los magistrados respecto al derecho a la libertad y a la dignidad de un imputado, 

debería ser la misma en el caso de todos los imputados. Sin embargo, el 

entrevistado KDVB6 discrepo por la posición anterior, porque señalo que la 

motivación sería la gravedad de los hechos y el interés superior del niño. 

Finalmente, el entrevistado CRLG7 señalo, que toda medida de coerción procesal 

será legítima constitucionalmente siempre y cuando se aplique de conformidad a 

los presupuestos establecidos en el artículo 253 del Código Procesal Penal. Así 

mismo, el entrevistado PSP8 señalo, que lo que motiva al Juez a declarar fundada 

una prisión preventiva es la existencia de elementos de convicción, la gravedad de 
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los hechos y la existencia del peligro procesal, conforme lo establece el artículo 268 

del Código Procesal Penal. 

Ahora bien, respecto de la sexta pregunta ¿Cuáles serían las consecuencias para 

la víctima y el imputado la exposición al público de las audiencias por los delitos de 

violación de menores? el entrevistado JJVL1 señalo, que en un proceso penal 

existe el derecho a la presunción de inocencia; y lastimosamente en el Perú los 

medios de comunicación no brindan un tratamiento informativo respetuoso, y como 

consecuencia se vulneran los derechos a la imagen, identidad, dignidad, intimidad 

y otros derechos, que resultan perjudiciales para el imputado. En el mismo orden el 

MOHZ2 señalo, que, en cuanto al caso de la víctima, no solo se le estaría re 

victimizando al exponerla al público, sino también al momento de reiterar los hechos 

materia de investigación; y, en cuanto al caso del imputado este, no solo está siendo 

privado de su libertad, si no también termina en una estigmatización de la sociedad 

que queda perenne, y en ciertos casos sin retorno. Así mismo, el entrevistado 

CMRS3 refirió, que, por presiones políticas, presiones sociales nace la pérdida de 

confianza y la desacreditación del criterio del juez penal que otorgue libertad a un 

violador, lo cual se ve potencializado en casos mediáticos; desprestigiando al 

magistrado y a la institución. En complemento con lo anterior el entrevistado EATT4 

señalo, que las audiencias referidas a delitos contra la libertad sexual son privadas, 

precisamente para garantizar la dignidad, tanto de la agraviado como del imputado, 

pero adicionalmente para evitar no solo la victimización secundaria de la parte 

agraviada a ser expuesto a una audiencia donde se ventilen aspectos privados, 

bajo los cuales fue afectado, si no también, evitar la estigmatización a la que puede 

ser sometido como víctimas de agresión sexual ante una sociedad sin empatía.  

 

En ese sentido, el entrevistado KDVB6 señalo, que se afectarían derechos 

fundamentales de ambos, primordialmente el interés superior del niño, que 

quedaría marcado socialmente. Por otra parte, el entrevistado CRLG7 señalo, que 

lastimosamente, los medios de comunicación tienen una fuerte responsabilidad en 

la naturalización de la violencia en todas sus formas, al reproducir modelos de 

violencia y discriminación. Por lo que, exponer en público casos como estos, solo 

evidencia la falta de respeto a la imagen, identidad, dignidad e intimidad, 

presunción de inocencia, de las personas involucradas en cada caso en particular, 
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lo cual resulta perjudicial. Finalmente, el entrevistado PSP8 refirió que la norma 

vigente establece que este tipo de audiencias deben ser privadas, porque no se 

puede poner en riesgo a la menor, quien debe ser tratado de una manera adecuada. 

 

En relación a la discusión de resultados, corresponde señalar, que, sobre el objetivo 

general, los resultados encontrados han demostrado que, se vulnera el principio de 

proporcionalidad cuando una resolución judicial no está debidamente motivada, 

cuando los jueces realizan una motivación aparente, incongruente, y sin sustento 

probatorio que sea contundente para determinar la responsabilidad del imputado. 

Además, cuando no se toma en consideración, los presupuestos sobre la prisión 

preventiva establecidos en el artículo 428 del Código Procesal Penal y el acuerdo 

plenario 01-2019, y más delicado aun, se vulnera el principio de proporcionalidad, 

cuando no se analiza la idoneidad de la medida restrictiva de derechos, y se priva 

de la libertad al investigado con poco o ningún sustento probatorio. 

Entonces, los resultados encontrados guardan relación con los hallazgos de Huerta 

y Farro (2021), quienes, al estudiar sobre la valoración del principio de 

proporcionalidad, y los sub principios de idoneidad, necesidad y razonabilidad en el 

pedido de prisión preventiva por los juzgados penales de Huacho, concluyeron que 

la prisión preventiva es una de las medidas más peligrosas, porque el fiscal la 

solicita sin que se haya demostrado la culpabilidad del imputado y el juez impone 

la medida sin valorar el principio de razonabilidad. Del mismo modo Viera (2021) al 

estudiar cuáles son los criterios que toman en cuenta los jueces penales para la 

valoración del principio de proporcionalidad en el juzgado de Lima, concluyo que la 

prisión preventiva se impone con mucha frecuencia en el Proceso Penal, sin un 

análisis profundo de la proporcionalidad de la medida, y más grave un, no se logra 

demostrar si existen suficientes elementos de convicción. En esa misma línea antes 

expuesta, Ariza (2021) al estudiar si los jueces de investigación preparatoria de 

Huaraz valoran el principio proporcionalidad en las medidas de prisión preventiva, 

concluyo que el principio de proporcionalidad tiene rango constitucional, sin 

embargo, no es valorado por los Juzgados de Investigación Preparatoria de Huaraz 

al momento de decidir por una medida de prisión preventiva.  
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En ese contexto, conforme sostiene Cordero (2020) el Articulo 8, de la declaración 

de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 establece que la ley no debe 

establecer más penas que las estrictas y evidentemente necesarias, haciendo 

referencia a la observancia obligatoria del principio de proporcionalidad. En esa 

misma línea según Cadme et al. (2020) el principio de proporcionalidad crea 

barreras o límites a las actuaciones de los que administran de justicia, para evitar 

que se vulneren los derechos fundamentales de los ciudadanos, obligando a todo 

órgano jurisdiccional la observancia obligatoria de los sub principios de idoneidad, 

necesidad y proporcionalidad. 

 

Así, se ha logrado identificar que en la actualidad la aplicación de la medida de 

prisión preventiva como regla general vulnera el principio de proporcionalidad, 

porque en el delito de violación de menores, se imputa, se juzga, y se priva de la 

libertad a una persona sobre quien en la mayoría de los casos no existen medios 

probatorias suficientes y contundentes que determinan la responsabilidad penal, 

solamente se sirven del testimonio de la víctima, y valgan verdades, los jueces en 

la mayoría de las ocasiones se dejan llevar por presiones sociales y mediáticas por 

tratarse de un delito tan delicado, siendo lo más discutible cuando los jueces optan 

por imponer una medida restrictiva que atenta contra los derechos fundaménteles, 

entre ellos el derecho a la libertad, que es el derecho más preciado del investigado. 

 

En consecuencia, es importante que se implementen nuevos mecanismos que 

permitan identificar con toda certeza que existen elementos suficientes para privar 

de la libertad a una persona que ha sido sindicada como autor del delito de violación 

de menores, para evitar que se encierre a una persona sobre la cual no existe medio 

probatorio que la sola declaración de la víctima, y cuando no existen elementos 

técnicos y científicos que sean contundentes para determinar la responsabilidad 

penal. Por otro lado, también es importante, a fin de evitar la impunidad en este tipo 

de delitos que se adopten las medias menos gravosas, cuando no existe los 

elementos necesarios para determinar la responsabilidad del imputado, con la 

finalidad de evitar ocasionar daños irreparables sobre el investigado, como el daño 

al proyecto de vida, el derecho a la salud, y el derecho a la dignidad. 
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Consiguientemente, respecto del primer objetivo específico la necesidad conocer 

cómo el mandato de prisión preventiva sin sustento de la idoneidad de la pena 

vulnera el principio de proporcionalidad, permitió demostrar, que la realidad de las 

cárceles en el Perú son alarmantes, debido al gran porcentaje de presos 

preventivos que se encuentran a la espera de una sentencia condenatoria, hechos 

que debilitan el sistema de justicia, porque en el caso específico del delito de 

violación de menores muchas veces influyen las presiones mediáticas, las 

presiones sociales, presiones familiares, que coaccionan a los jueces para privar 

de la libertad a una persona aun cuando no existen suficientes elementos de 

convicción que permitan al juzgador determinar la culpabilidad del investigado. 

Además, se ha demostrado que algunas de las resoluciones judiciales no están 

debidamente motivadas, y no se toman en cuenta los acuerdos plenarios existentes 

para este tipo de delitos como el acuerdo plenario 1-2011/cj-116 sobre apreciación 

de la prueba en los delitos contra la libertad sexual, el acuerdo plenario 4-2015/cj-

116 sobre la valoración de la prueba pericial en delitos de violación sexual, por lo 

que, muchas de las resoluciones que declararon fundada una prisión preventiva 

son declaradas nulas en segunda instancia, o en sentencia de casación bajo el 

argumento de la falta de una valoración adecuada  y minuciosa de los elementos 

de convicción. 

Los resultados son semejantes a los hallazgos de Alcántara y Gamboa (2020), 

quienes al estudiar cuáles son las consecuencias ocasionadas por las medidas de 

prisión preventiva en el delito de violación de menores en el Juzgado de Chota-

Cajamarca, concluyeron que nueve de las doce resoluciones por mandato de 

prisión preventiva que fueron emitidas por el Juzgado Penal de Chota, contenían 

errores de fondo, principalmente falta de motivación coherente de los hechos, y la 

falta de valoración del principio de proporcionalidad, y apartamiento de los 

precedentes vinculantes de observancia obligatoria. Los hallazgos tuvieron relación 

con lo encontrado por Quesquén (2019) quien al estudiar la relación que hay entre 

la ausencia de peritos y la medida de prisión preventiva en el delito de violación 

sexual en la Provincias de San Martin y Mariscal Cáceres, concluyo que en los 49 

expedientes analizados existe ausencia de peritajes en la disposición de 

prolongación de la medida de prisión preventiva en los delitos de violación sexual, 

identificando que no se fundamenta el peligro de fuga, necesidad, idoneidad y el 
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principio de razonabilidad. Sobre este punto, los resultados encontrados guardan 

una relación similar con los hallazgos de Valverde (2021) quien al estudiar si la 

medida de la prisión preventiva en el sistema penal ecuatoriano vulnera los 

derechos y garantías del procesado, concluyo que la Constitución del Ecuador se 

presenta como una de las más protectoras de los derechos fundamentales, pero en 

la practica el abuso del poder del estado vulnera el principio de proporcionalidad, 

debido al exceso de las medidas de prisión preventiva.  

 

En ese sentido, según Borowski (2019) sobre el sub principio de idoneidad requiere 

que el estado busque un fin legítimo, y que los medios sean apropiados para 

alcanzarlo, o por lo menos que promuevan tal fin. Los fines ilegítimos están 

excluidos desde el inicio; estos carecen de fundamento que justifique interferencias 

en derechos fundamentales. En esa misma línea, según Gonzales (2022) en el 

examen de idoneidad corresponde analizar si la medida es idónea para conseguir 

la finalidad que se pretende satisfacer. Por lo tanto, el juzgador tiene la obligación 

de evaluar todos los medios probatorios, con el fin de identificar si existe 

autenticidad o no en relación con la vinculación de los investigados con un hecho 

delictivo (Expediente. Nº 04780-2017-PHC/TC). 

 

En ese contexto, se puede determinar que se vulnera el principio de 

proporcionalidad cuando se impone al investigado por el delito de violación de 

menores una medida de prisión preventiva, por medio de una resolución con 

ausencia de una debida motivación, o una motivación aparente, y cuando no 

existen suficientes elementos de convicción de cargo y de descargo que justifiquen 

y/o sustenten que la aplicación de una medida de prisión preventiva es en realidad 

idónea. 

 

Por lo tanto, es importante que los jueces utilicen medidas menos gravosas como 

mecanismos alternativos a la prisión preventiva, como los grilletes electrónicos, o 

la restricción domiciliaria, cuando no existen los suficientes elementos de 

convicción, y cuando no existe fundamente técnico y científico que sean evidentes 

para determinar la responsabilidad del investigado. 
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Respecto del segundo objetivo específico, la necesidad de explicar cómo el 

mandato de prisión preventiva sin sustento del principio de necesidad de la pena 

vulnera el principio de proporcionalidad, permitió demostrar que en la actualidad la 

medida de prisión preventiva se aplica como regla general y no como una 

excepción, y como consecuencia se vulneran los derechos fundamentales de los 

investigados, siendo el más importante el derecho de la libertad ambulatoria, 

porque en el caso específico del delito de violación de menores se ha evidenciado 

que no se juzga dentro un debido proceso, no se garantiza el principio 

proporcionalidad y el principio de racionalidad, porque los jueces no hacen una 

valoración adecuada sobre la verdadera necesidad de la imposición de la medida 

de prisión preventiva. 

 

Los resultados encontrados guardan relación con los hallazgos de Penagos (2021), 

quien al analizar el artículo 217-A del Código Penal Colombiano con énfasis en el 

principio de proporcionalidad de la pena, concluyo que el principio de 

proporcionalidad es esencial en cualquier estado de derecho y cumple un rol 

fundamental como limitador de la actuación punitiva del estado. Sin embargo, la 

imposición de una pena inmotivada, sin sustento del porque es idónea, necesaria y 

razonable, vulnera el principio de proporcionalidad, debido a la arbitrariedad de la 

actuación de los administradores de justicia penal. Los hallazgos tienen relación 

con lo encontrado por Gomes (2018), quien al estudiar sobre la implementación 

desproporcionada de la medida de prisión preventiva que vulnera el derecho a la 

presunción de inocencia, y el derecho de libertad de tránsito, concluyo que la 

aplicación desmedida de la prisión preventiva se considera una pena anticipada, 

porque ha pasado de la excepción a la regla general, que vulnera los derechos 

fundamentales de los investigados. 

 

Lo anteriormente desarrollado, se sustenta con el fundamento teórico de Borowski 

(2019), quien sostuvo, que los jueces al momento de aplicar el criterio de necesidad 

de la pena, los medios deben tener el efecto menos restrictivo. Esto quiere decir 

que no hay medios alternativos que infrinjan en un grado menor en los derechos de 

los investigados, si no, que promuevan al menos el fin, así como los medios 

empleados por el estado. Por otro lado, la prisión preventiva será necesaria si es 
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indispensable para asegurar la comparecencia del procesado, siempre y cuando 

no exista una medida menos gravosa que pueda lograr los mismos resultados, será 

idónea si permite conseguir los fines constitucionalmente legítimos, y será 

proporcional si no resulta exagerada (Acuerdo Plenario Nº 01-2019/CIJ-116). 

 

Por lo tanto, se puede determinar que en la actualidad los jueces imponen una 

medida de prisión preventiva contra el imputado acusado de la comisión del delito 

de violación de menores aun cuando no se ha confirmado su responsabilidad, en 

primer lugar, por falta de medios probatorios que sean convincentes para 

determinar la responsabilidad penal, y en segundo lugar porque existe una presión 

social y mediática sobre los jueces, por tratarse de un delito delicado, en 

consecuencia se vulneran derechos fundamentales que son irreparables, y cuando 

la medida de prisión preventiva es declarada infundada en segunda instancia o en 

sentencia de casación, el tiempo que el investigado estuvo privado de su libertad y 

los daños ocasionados son irreparables. 

 

Por lo tanto, es importante que se utilice mecanismos alternativos a la medida de 

prisión preventiva, con la finalidad de evitar perjudicar con el encierro preventivo al 

investigado, sobre quien no se tiene la convicción clara de la autoría del delito, y 

más aún cuando el representante del ministerio público no ha podido reunir todos 

los elementos de convicción exigidos por el Código Procesal Penal, el acuerdo 

plenario 1-2011/cj-116 sobre apreciación de la prueba en los delitos contra la 

libertad sexual, y el acuerdo plenario 4-2015/cj-116 sobre la valoración de la prueba 

pericial en delitos de violación sexual. 

 

Respecto del tercer objetivo específico, la necesidad de analizar cómo el mandato 

de prisión preventiva sin sustento de la razonabilidad de la pena vulnera el principio 

de proporcionalidad, permitió denostar que el derecho a la libertad siempre es 

desvalorado en el delito de violación de menores, teniendo los jueces una 

inclinación a la presunta víctima, sin importar la dignidad de la persona que se ve 

afectada al ser procesada, máxime si en algunos casos resulta ser inocente porque 

no se ha podido comprobar su responsabilidad por los hechos imputados. No 

obstante, en algunos casos es evidente la influencia de las presiones políticas, y 
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presiones sociales que recae en la perdida confianza y desacredita el criterio del 

juez penal que otorgue libertada a un violador, lo cual se ve potencializado en casos 

mediáticos; desprestigiando al magistrado y a la institución. Por lo que, exponer en 

público casos como estos, solo evidencia la falta de respeto a la imagen, identidad, 

dignidad e intimidad, presunción de inocencia, de las personas involucradas en 

cada caso en particular. 

Los resultados encontrados fueron semejantes a los hallazgos de Junco (2019) 

quien, al analizar la vulneración del derecho a la presunción de inocencia en los 

pedidos de prisión preventiva en México, concluyo que la forma en que se vulneran 

los derechos humanos es debido a la ampliación de los plazos excesivos de la 

prisión preventiva. Los resultados fueron semejantes a los hallazgos de López 

(2020) quien, al estudiar la valoración del principio de proporcionalidad sobre las 

penas previstas en el Código Penal Integral del Ecuador, concluyó, que en las 

medidas de prisión preventiva se evidencia la falta de idoneidad, necesidad y 

proporcionalidad, dado que no se analiza el fin de la medida, vulnerando el derecho 

al trabajo, a la libertad, y a la economía del procesado.  

 

Los anteriormente desarrollado se sustenta con la teoría de Borowski (2019), quien 

sostuvo que la proporcionalidad en sentido estricto requiere que la interferencia en 

los derechos del individuo y la proporción de los fines legítimos de la autoridad sean 

ponderados. Si la primera pesa más que la segunda, la interferencia cuenta como 

desproporcional y, así, como inconstitucional. En esa misma línea de pensamiento 

Huaycochea (2022) sostuvo que el principio de proporcionalidad está regulado en 

el inciso segundo del artículo 253 del Código Procesal Penal Peruano, y establece 

que la privación de un derecho constitucional será con el debido respeto al principio 

de proporcionalidad, y cuando existan suficientes elementos que permitan 

determinar la responsabilidad del procesado. 

 

Por tanto, se puede determinar que en el caso específico de los delitos de violación 

de menores se vulnera el principio de proporcionalidad cuando los jueces no toman 

en consideración lo que señala en el artículo 200 de la Constitución Política del 

Perú, sobre la obligación de observar que las acciones que tengan que ver con la 

restricción de derechos fundamentales sean razonables y proporcionales, además 
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cuando el titular de la acción penal no sustenta en el requerimiento de prisión 

preventiva las razones de idoneidad, necesidad y proporcionalidad conforme lo 

señala artículo 122 del Código Procesal Penal. 

 

En consecuencia, es importante cuando no existe los suficientes elementos de 

convicción que determinen la responsabilidad del imputado, los jueces opten por 

una medidas menos gravosas, con la finalidad de proteger los derechos 

fundamentales de los investigados, tales como el derecho a la libertad ambulatoria, 

el derecho a la dignidad, y el derecho a la salud, entre otros de vital importancia, 

que son vulnerados cuando el investigado es recluido en los establecimientos 

penitenciarios conjuntamente con los internos con sentencia condenatoria.  
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V. CONCLUSIONES 

La prisión preventiva, es una regla general aplicable al común de los delitos, y en 

el del delito de violación de menores, el ministerio publico consigue que se imponga 

una medida de prisión preventiva aun cuando no existen los medios probatorios 

técnicos y científicos que sustenten la imputación, y el error común en una 

resolución judicial que declara fundada una medida de prisión preventiva, es la 

indebida motivación, y como consecuencia, la vulneración el numeral 5 del artículo 

139 de la constitución política del Perú. 

La imposición de la prisión preventiva como pena anticipada vulnera el sub principio 

idoneidad de la pena, cuando el juez no garantiza a los imputados por el delito de 

violación de menores el principio de legalidad, que es un pilar fundamental del 

derecho penal, que se sustenta en el argumento de que nadie puede ser 

sancionado sin antes haberse demostrado previamente su responsabilidad penal 

sobre los imputados. 

 

Se vulnera el principio de la necesidad de la pena cuando los requerimientos de 

prisión preventiva en un delito de violación de menores los jueces de investigación 

preparatoria restringen la libertad del imputado, si optar por otros mecanismos 

alternativos a la prisión preventiva que sean menos lesivos para el investigado. 

 

Se vulnera el principio de proporcionalidad de la pena cuando en el delito de 

violación de menores los investigados no reciben un trato igualitario por parte de 

las autoridades judiciales, y cuando no se realizan una ponderación adecuada de 

los derechos del fundamentales, y cuando se vulnera el principio de 

proporcionalidad que se encuentra en el artículo 200 de la Constitución Política del 

Perú, sobre la obligación de observar que las acciones que tengan que ver con la 

restricción de derechos fundamentales sean razonables y proporcionales,  
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VI. RECOMENDACIONES 

Se recomienda, a todas las fiscalías a nivel nacional hacer una revisión minuciosa 

de la jurisprudencia nacional sobre los delitos de violación de menores, en el caso 

específico del acuerdo plenario 1-2011/cj-116 sobre apreciación de la prueba en 

los delitos contra la libertad sexual, y el acuerdo plenario 4-2015/cj-116 sobre la 

valoración de la prueba pericial en delitos de violación sexual. 

 

Se recomienda, a los jueces de investigación preparatoria de los distritos judiciales 

a nivel nacional, en el caso específico del delito de violación de menores adoptar 

medidas alternativas a la prisión preventiva cuando no exista la certeza de la 

comisión de delito por parte del imputado, además, cuando el representante del 

ministerio público no cuente con los elementos suficientes y contundentes que 

determinen la responsabilidad penal del investigado. 

 

Se recomienda, al Instituto Nacional Penitenciario (INPE) adoptar las medidas 

necesarias para recluir en ambientes separados a los presos preventivos de los 

internos con sentencia condenatoria firme, con la finalidad de garantizar la 

protección del derecho a la dignidad y el derecho a la salud de los que se 

encuentran en la condición de investigados.  

 

Se recomienda, al Congreso de la república, crear una ley que prohíba la reclusión 

de los presos preventivos con los internos que tienen una sentencia firme y 

condenatoria, con la finalidad de resguardad el derecho a la salud y evitar la 

propagación de enfermedades. 
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2016).  

 

 

Idoneidad 

Fin legitimo Juez Supremo 

 

E
n

tr
e

v
is

ta
 a

 p
ro

fu
n

d
id

a
d

  
 

 

Medio apropiado 

 

 

Necesidad 

Efectos restrictivos 

Medios alternativos Juez 
Especializado 

P1: El mandato de 
prisión preventiva en los 
delitos de violación sin 
sustento probatorio 
responde al criterio de 
idoneidad 

O1: 
Describir, si el 
mandato de prisión 
preventiva en los 
delitos de violación 
responde al criterio 
idoneidad 

 

 

 

Proporcional 

Constitucional 

Ponderación  

P2: El mandato de 
prisión preventiva en los 
delitos de violación 
responde al criterio de 
necesidad 

O2: Explicar, si el 
mandato de prisión 
preventiva en los 
delitos de violación 
responde al criterio de 
necesidad 

 

P
ri

s
ió

n
 P

re
v

e
n

ti
v
a

 

La prisión 
preventiva, es la 
privación de la 
libertad de una 
persona que aún no 
ha sido juzgada ni 
sentenciada, por 
ello esa decisión 
sea justa o injusta, 
será siempre un 
castigo anticipado 
(Salcedo, 2019, 
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Objetivo general: Identificar como se vulnera el principio de proporcionalidad debido a la aplicación de la medida de prisión preventiva en el delito de violación de menores 

Pregunta 1 JJVL1 MOHZ2 CMRS3 EATT4 RGZ5 KDVB6 CRLG7 PSP8 Convergencia Divergencia Colorario 
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usted, sobre la 

medida que 
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libertad a un 

imputado por 

un presunto 

delito de 

violación de 

menores, que 

es declarada 

infundada en 

segunda 

instancia por 

vulnerar el 

derecho a la 

debida 

motivación de 

las 

resoluciones 

judiciales en 

primera 

instancia? 

En primer lugar hay que dejar 

establecido que la debida 

motivación  de las 

resoluciones judiciales es una 

garantía del justiciable frente a 

la arbitrariedad judicial, la cual 

garantiza que esa resolución 

no se encuentre justificada con 

el pero capricho del juzgador; 

ahora bien, en un estado 

constitucional y social de 

derecho como el nuestro, 

donde el sistema penal viene a 

constituir la última ratio y la 

libertad es la regla, la privación 

de la libertada debe darse de 

acuerdo al cumplimiento de los 

requisitos legales que señala 

el código procesal penal con 
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evitar errores judiciales y 

corregir dicha situación. 

 La prisión preventiva 

debe ser aplicada de 

considerando el 

cumplimiento de los 

cinco presupuestos 

establecidos en nuestro 

ordenamiento jurídico, 

contenido en el artículo 

428 del Código Procesal 

Penal y el Acuerdo 

Plenario 01-2019; siendo 

que el caso específico de 

los casos de violación de 

menores debe tenerse en 

cuenta que siempre se va 

a cumplir con los 

presupuestos de la 

prognosis de la pena y 

gravedad del hecho 

delictivo; debiéndose 

ceñir la existencia de la 

sindicación del agraviado 

que relaciona al detenido 

con los hechos 

imputados 

Considero que en 

estas situaciones no 

se aplica el principio 

de proporcionalidad 

de una manera 

idónea, ya que no se 

define la ponderación; 

toda vez que, al 

momento de violar y/o 

la libertad de una 

persona, se está 

vulnerando un 

derecho fundamental; 

y más aún en caso 

donde no hay una 

sentencia firme, 

quebrantando así la 

presunción de 

inocencia y verdad 

jurídica; asimismo, 

dicha situación 

constituiría un abuso 

de poder por parte del 

estado. 

ásicamente 

que el 

pronunciam

iento 

judicial no 

se sustenta 

en derecho 

al no 

satisfacer 

adecuadam

ente el 

sustento 

factico, 

jurídico y 

probatorio 

de toda 

dedición 

judicial. 

Al respecto en análisis 

crítico estaría orientado a 

la preocupación que me 

causaría una resolución 

de ese tipo, toda vez que 

se debe considerar que 

para resolver una medida 

cautelar personal como 

es la prisión preventiva, 

la exigencia que debe 

tener la resolución 

judicial, es la de una 

debida motivación y una 

sospecha grave, con al to 

grado de probabilidad, 

siendo que toda 

resolución, que ordene la 

prisión preventiva, 

requiere de una 

motivación que 

demuestre que no solo 

es legal, sino 

proporcionada y en ese 

sentido necesaria para el 

desarrollo del proceso. 

Considero que 

no se ha 

analizado en 

forma 

conjunta los 

requisitos 

para la 

imposición de 

tal medida 

gravosa, 

evidenciándos

e una 

transgresión 

del principio 

de motivación 

y 

proporcionalid

ad. 

Considerando que el 

Tribunal Constitucional 

(STC 8125-2005-

PHC/TC, (fundamento 

11)). ha señalado que: “la 

exigencia de que las 

decisiones judiciales 

sean motivadas en 

proporción a los términos 

del inciso 5) del artículo 

139 de la Norma 

Fundamental, garantiza 

que los jueces, 

cualquiera que sea la 

instancia a la que 

pertenezcan, expresen la 

argumentación jurídica 

que los ha llevado a 

decidir una controversia, 

asegurando que el 

ejercicio de la potestad 

de administrar justicia se 

haga con sujeción a la 

ley; pero también con la 

finalidad de facilitar un 

adecuado ejercicio del 

derecho de defensa de 

los justiciables (...)”, 

Para realizar un 

análisis crítico 

tenemos que 

empezar de lo 

siguiente toda 

persona tiene 

derecho a la 

libertad, siendo 

este el   bien más 

preciado de todo 

ser humano y 

conforme a nuestra 

Constitución 

Política del Perú, 

para privar a una 

persona de su 

libertad es 

necesario que toda 

resolución que 

emita el Juez 

Penal, debe ser 

debidamente 

mente motivada, 

es decir se debe 

hacer referencia de 

los hechos, 

sustento factico 

(…). 

Los entrevistados 

han coincidido en 

señalar, las 

resoluciones 

judiciales 

inmotivadas causan 

un agravio 

constitucional a las 

personas que son 

privadas de su 

libertad, por tanto, 

es importante que 

los jueces observen 

con el debido 

cuidado los 

requisitos 

establecidos en el 

Artículo 428 del 

Código Procesal 

Penal.  

La diferencia 

encontrada seria 

la respuesta del 

entrevistado 

CRLG7, quien 

sostiene que 

cuando se 

vulnere el 

derecho a la 

motivación de 

las resoluciones 

judiciales, está el 

derecho a la 

pluralidad de 

instancia. 

El principio de 

proporcionalidad es un 

derecho fundamental que 

limita el ejercicio del poder 

punitivo de los jueces 

quienes son los encargados 

de la administración de 

justicia en el Perú, por lo 

tanto, la inobservancia de 

este derecho fundamental 

de todo ciudadano, trae 

como consecuencia la 

aplicación arbitraria y 

excesiva de la prisión 

preventiva, como un juicio 

anticipado para los 

imputados; y en el  caso 

específico de violación de 

menores, afecta el derecho a 

la dignidad del imputado, el 

derecho a la salud, y a la 

integridad, porque la 

privación de la libertad a 

destruye todos los derechos, 

e incluso la vida misma. 

 

 

 

 

 

Anexo: 3 



 

 

Objetivo específico 1: Conocer cómo el mandato de prisión preventiva sin sustento de la idoneidad vulnera el principio de proporcionalidad. 

Pregunta 
2 

JJVL1 MOHZ2 CMRS3 ATT4 GZ5 KDVB6 CRLG7 PSP8 Convergencia Divergencia Colorario 

¿Cuáles 
serían las 
consecuen
cias para 
la vida del 
imputado 
por un 
presunto 
delito de 
violación 
de 
menores, 
una 
medida de 
prisión 
preventiva 
que es 
declarada 
fundada 
por 
presiones 
mediáticas 
y no con 
medios de 
prueba 
contunden
tes? 

Un Juez no 
debe juzgar 
jamás por 
presiones 
mediáticas, 
sesgos o 
imparcialidad; 
sino más 
realizar la 
función 
jurisdiccional 
de una manera 
justa e 
imparcial con 
criterios 
lógicos, 
técnicos y de 
experiencia, 
basados en 
principios de 
predictibilidad, 
racionalidad y 
proporcionalid
ad entre otros, 
que permitan 
prever que la 
conducta 
analizada 
constituye un 
delito penal 
respetando un 
Debido 
Proceso, de lo 
contrario 
constituiría 
responsabilida
d por errores 
judiciales que 
afectan la vida 
de los 
imputados. 

Estando a la naturaleza de 
los hechos, los 
magistrados tienen a 
valorar de manera 
negativa al acusado por 
violación sexual. Por lo 
que, de ordenarse su 
detención sin una 
acusación objetiva e 
imparcial se afectaría tanto 
al culpable como al 
inocente antes de emitirse 
un pronunciamiento 
definitivo; generándose 
antecedentes, privándose 
de su libertad, aislándolo 
de la sociedad que traerá 
de por si cambios en su 
comportamiento en su 
mayoría negativos, por 
cuanto la privación de la 
libertad no cumple en la 
actualidad con 
resociabilización, pedida 
de trabajo, que incluso 
resulta necesario para el 
pago de una reparación 
civil traducido de manera 
monetaria para el 
resarcimiento del perjuicio 
causado por no existir una 
recesión de lo cometido, y 
de ser inocente, la 
frustración de su proyecto 
de vida, sumada a la 
percepción de la personas 
que lo rodean al 
condenado por la sociedad 
por la sola imputación, 
entre otros. 

Considero 
que las 
consecuenci
as que se 
dan en 
dichas 
situaciones 
son 
irreversibles; 
toda vez que 
no solo son 
los 
antecedente
s judiciales 
que se 
generan al 
momento del 
ingreso a un 
penal; si no 
también 
están las 
consecuenci
as 
psicosociale
s de la 
privación de 
la libertad y 
más aún en 
inocentes; 
generando 
así una 
constante 
estigmatizac
ión por parte 
de la 
sociedad. 

 

a 
principal 
consecu
encia 
perjudici
al sería 
el 
atentar 
contra 
su 
libertad 
ambulat
oria 
cuando 
no 
concurre
n las 
circunst
ancias 
de 
excepcio
nalidad 
para 
restringir 
legal y 
constituc
ionalme
nte un 
derecho 
fundame
ntal. 

las 
conse
cuenci
as 
obvia
mente 
son 
graves 
en 
todos 
los 
ámbito
s de la 
vida 
de una 
person
a, 
laboral
, 
psicol
ógica, 
familia
r, 
social, 
etc. 

 

Cabe mencionar de inicio 
que se estaría vulnerando 
el principio de 
proporcionalidad, toda vez 
que, para imponer la 
medida coercitiva de 
carácter personal como lo 
es la prisión preventiva, si 
bien no se encuentra 
establecido como requisito 
en la ley que la medida a 
imponerse sea 
proporcionalidad, ello se 
correlaciona con el hecho 
de que aquella se deberá a 
imponer en la medida que 
existan suficientes 
elementos de convicción, 
vale decir que exista una 
sospecha fuerte no solo de 
la comisión del ilícito, sino 
también de la vinculación 
de aquel con el imputado. 
Por lo que, imponer tal 
medida de ultima ratio, 
solo por presión mediática, 
ocasionaría que el 
imputado sea señalado 
como aquel sujeto que 
ingresó a prisión por 
presunto delito de violación 
sexual, sin que aún sea 
declarado culpable, lo que 
impediría un desarrollo 
normal en su vida 
cotidiana. 

 

los jueces son los 
garantes de los 
derechos 
fundamentales de 
los ciudadanos 
frente a cualquier 
amenaza o violación 
de estos, debiendo 
resolver cada caso 
en concreto sin estar 
limitados, 
condicionados o 
tener interferencias 
de ningún poder del 
estado, así como 
tampoco de ninguna 
persona natural o 
jurídica; es decir, 
deben actuar de 
manera justa, con 
imparcialidad 
(presupuesto 
esencial del debido 
proceso), sin sesgos 
ni estereotipos, sino 
con criterio lógico, 
técnico y de 
experiencia, a fin de 
establecer que los 
hechos se 
encuentran 
debidamente 
probados y que la 
conducta 
desplegada 
constituye delito 

Muchas veces 
nuestro Jueces se 
ven presionados 
por los medios de 
comunicación, en 
declarar 
FUNDADA las 
medidas de prisión 
preventiva sin 
contar con 
elementos de 
convicción que 
vinculen al 
investigado con el 
delito, por tener 
temor a ser 
posteriormente 
cuestionados, ya 
que muchas veces 
la prensa  en vez 
de informar 
desinforma, al 
ingresar una 
persona al penal 
toda su familia se 
afecta, dejan de 
creer en la justicia, 
se ven afectados 
psicológicamente, 
más aun si una 
persona ingresa al 
penal por el tipo de 
delito indicado les 
espera “la ley del 
ojo por ojo, diente 
por diente ”.   

 

Los entrevistados 
han coincidido en 
sostener, que, por 
tratarse de un 
delito tan delicado, 
en la mayoría de 
las oportunidades 
los jueces 
resuelven por 
presiones 
sociales, y por 
presiones 
mediáticas, ya 
que, siempre 
optan por la 
imposición de una 
medida de prisión 
preventiva contra 
el imputado, es 
decir, una pena 
anticipada que 
cumple con sus 
objetivos iniciales, 
es decir, la 
privación de la 
libertad de la 
persona a toda 
costa. Pero, no 
siempre la 
decisión es la 
correcta, por falta 
de indicios 
suficientes que 
determinen la 
responsabilidad 
del imputado. 

Se 
encuentran 
algunas 
diferencias, 
pero no en 
desacuerdo 
con la 
pregunta 
que se ha 
formulario, si 
no, como un 
aporte 
fundamental 
para que los 
jueces al 
momento de 
resolver, 
tomen en 
consideració
n, el derecho 
a la dignidad 
de la 
persona, el 
principio de 
proporcionali
dad, cuyos 
derechos 
fundamental
es no 
pueden ser 
soslayados, 
por tratar de 
un derecho 
humano, 
que le asiste 
a todas las 
personas. 

El principio 
de 
proporcion
alidad es 
un 
derecho 
fundament
al, que no 
puede ser 
vulnerado 
por 
presiones 
mediaticas
, o por 
presiones 
de la 
sociedad 
ante un 
delito tan 
delicado, 
que si bien 
es cierto 
merece 
todo el 
repudio de 
la 
sociedad, 
pero eso 
no implica, 
que no se 
investigue 
primero, 
para 
luego, 
sancionar 
conforme 
a derecho 
correspon
de. 

 



 

 

Objetivo específico 2: explicar, cómo el mandato de prisión preventiva sin sustento de la necesidad vulnera el principio de proporcionalidad 

Pregunta 3 JJVL1 MOHZ2 CMRS3 EATT4 RGZ5 KDVB6 CRLG7 PSP8 Convergencia Divergencia Colorario 

¿Cuáles son 
los errores 
que 
comenten 
los jueces de 
investigació
n 
preparatoria 
al momento 
de valorar 
los medios 
probatorios 
que 
presenta el 
Ministerio 
Publico en 
un presunto 
delito de 
violación de 
menores?  

El derecho 
fundamental a 
la prueba tiene 
protección 
constitucional 
ya que forma 
parte de 
manera 
implícita del 
derecho a la 
tutela procesal 
efectiva, por lo 
que todo Juez 
Penal tiene la 
obligación de 
realizar una 
adecuada 
valoración de 
la prueba, la 
misma que 
debe estar 
debidamente 
motivada por 
escrito, con la 
finalidad de 
que el 
justiciable 
pueda 
comprobar si 
dicho mérito 
ha sido 
efectiva y 
adecuadament
e realizado, de 
lo contrario 
sería arbitrario 
e 
inconstituciona
l.   

Que estando a 
que se está frete 
a un delito que 
se comente de 
manera oculta y 
solo hasta tener 
la sindicación del 
agraviado; esta 
debe ser 
analizada con 
mayor rigor y 
acompañarla 
con medios 
periféricos que 
acrediten su 
comisión. No 
tomándose con 
tal importancia, 
pese a ser el 
fiscal el 
responsable del 
cumplimiento de 
la norma. 

En mi 
humilde 
opinión, el 
hecho de 
que haya un 
gran 
porcentaje 
de personas 
en la cárcel, 
y más aún 
inocentes, 
es sinónimo 
de la 
inexistencia 
de un 
sistema 
judicial 
exento de 
errores; 
siendo que 
la más 
preponderan
te podría ser 
la no 
valoración 
adecuada de 
los 
elementos 
de 
convicción. 

Desde el punto 
de la vista de 
la víctima, 
yerran en 
analizar estos 
delitos, que de 
por si son 
clandestinos, 
bajo la óptica a 
través de las 
cuales 
analizan otros 
tipos penales. 
Y desde el 
punto de vista 
del imputado 
priorizar 
mucho lo 
gravedad de la 
pena y no 
sostener 
criterios 
uniformes al 
momento de 
ponderar los 
otros 
indicadores de 
cada caso en 
concreto. 

Me parece que 
uno de los 
errores que 
suelen cometer 
los jueces de 
investigación 
preparatoria al 
valorar los 
medios 
probatorios en 
este tipo de 
delitos es que no 
aplican los    
acuerdos 
plenarios 
existentes para 
este tipo de 
delitos como   el   
Acuerdo 
Plenario 1-
2011/CJ-116 
sobre 
Apreciación de 
la prueba en los 
delitos contra la 
libertad sexual, 
el Acuerdo 
Plenario 4-
2015/CJ-116 
sobre la 
Valoración de la 
prueba pericial 
en delitos de 
violación sexual.  

. 

El principal 
error que he 
podido notar, a 
lo largo de mi 
experiencia es 
que muchas 
veces no 
realizan una 
valoración 
individual de 
cada medio de 
prueba 
presentado 
por el 
Ministerio 
Público, y 
como se 
vincula tal 
medio de 
prueba con el 
imputado.  

 

El juez debe 
garantizar que las 
partes procesales 
ingresen a juicio con 
los medios de 
prueba necesarios y 
que hayan cumplido 
las formalidades 
establecidas, para 
acreditar su 
pretensión o 
contradicción. 
Asimismo, el análisis 
y valoración 
individual y conjunta 
de la prueba o 
medios probatorios 
debe darse bajo el 
principio de la libre 
valoración o sana 
crítica, inmediación y 
contradicción, 
debiendo estar 
debidamente 
motivados por 
escrito (justificar los 
hechos que se 
encuentran 
probados), con el fin 
de que las partes 
procesales puedan 
comprobar si el 
mérito otorgado a 
dichos medios de 
prueba ha sido 
efectiva y 
adecuadamente 
realizado; contrario 
sensu, sería 
inconstitucional y 
arbitrario. 

Los medios 
probatorios 
deben ser 
valorados de 
manera 
conjunta, a fin de 
poder 
determinar la 
responsabilidad 
de los autores, 
es decir 
concatenando 
unos con otros, 
ya muchas 
veces los jueces 
no lo valoran de 
esa manera, 
sino de manera 
individual. 

Los entrevistados 
han coincidido, 
cuando señalan 
que en muchas de 
las ocasiones 
cuando se hace 
una análisis crítico 
de las resoluciones 
judiciales del delito 
de violación de 
menores, se 
pueden encontrar 
muchos errores 
que comenten los 
administradores de 
justicia, en el punto 
específico de la 
valoración de la 
actividad 
probatoria, porque 
no se reúnen todos 
los elementos de 
convicción que 
sean suficientes y 
necesarios para 
determinar la 
responsabilidad 
del imputado, y 
peor aun, cuando 
no se valora y/o no 
se toma en cuenta 
los precedentes 
vinculantes que 
son de 
observancia 
obligatoria para 
todos los que 
administran 
justicia. 

En realidad, 
son pocas las 
divergencias 
respecto de la 
pregunta 
formulada, 
porque desde 
diferentes 
puntos de 
vista críticos y 
analísticos los 
entrevistados 
han coincidido 
en sostener 
que no se 
valoran los  

En 
consecuencia, 
una medida de 
prisión 
preventiva que 
no reúna con 
todos los 
requisitos 
exigidos por el 
Condigo 
Procesal 
Penal, la 
jurisprudencia 
nacional, 
vulnera el 
principio de 
proporcionalid
ad, y la 
consecuencia 
de la privación 
de la libertada 
de una 
persona es la 
vulneración de 
otros derechos 
fundamentales
, como son el 
derecho a la 
dignidad, el 
derecho a la 
vida misma, y 
el derecho a a 
la integridad. 

 



 

 

Pregunta 4 JJVL1 MOHZ2 CMRS3 EATT4 RGZ5 KDVB6 CRLG7 PSP8 Convergencia Divergencia Colorario 

¿Qué 
opinión le 
merece, la 
valoración 
que hacen 
los jueces de 
investigació
n 
preparatoria 
por el 
derecho 
fundamental 
a la libertad 
y el derecho 
a la dignidad 
de un 
imputado 
por un 
presunto 
delito de 
violación de 
menores? 

En principio si 
se comete un 
ilícito penal 
existe 
responsabilida
d penal la cual 
debe ser 
juzgada dentro 
de un debido 
proceso; los 
jueces aplican 
la ley de 
acuerdo a 
varios criterios 
con principios 
de legalidad, 
proporcionalid
ad y 
racionalidad 
entre otros, 
haciendo una 
adecuada 
valoración de 
la prueba en 
cada proceso, 
sino esta 
actuación 
deviene en 
arbitraria e 
inconstituciona
l. 

El derecho a la 
libertad siempre 
es desvalorado 
en el delito de 
violación de 
menores, 
teniendo los 
jueces una 
inclinación a la 
presunta 
víctima; 
aplicándose la 
prisión 
preventiva como 
regla y no como 
excepción, sin 
importar de este 
modo la dignidad 
de la persona 
que se ve 
afectada al ser 
procesada por 
este tipo penal, 
máxime si 
resulta ser 
inocente, no 
habiendo ningún 
tipo de 
resarcimiento 
ante dicho 
prejuzgamiento. 

Considero 
que dichos 
magistrados 
carecen de 
criterio 
jurídico, 
asimismo, 
necesitan 
que prime la 
imparcialida
d al 
momento de 
emitir un 
fallo; toda 
vez que hay 
que tener 
presente 
que la 
prioridad 
para el 
sistema 
judicial 
debería ser 
la 
prevención 
de condenas 
erróneas. 

Es necesario que 
efectúen una 
adecuada 
valoración, pero 
mejor dicho una 
adecuada 
ponderación de 
derechos, ya que 
es precisamente el 
derecho a a la 
libertad 
ambulatoria el que 
se busca restringir 
legal y 
constitucionalment
e de forma valida. 
Mientras que el 
derecho a la 
dignidad del 
imputado 
considero que no 
ingresan en este 
ambiente de 
ponderación, si no 
que más bien 
siempre debe 
encontrarse 
presente en los 
diferentes estadios 
procesales y 
procedimentales 
por los que transita 
el imputado, en 
cuanto a su trato e 
identificación o no 
responsable hasta 
que judicialmente 
establezca su 
responsabilidad 
penal. 

La 
valoración 
que hacen 
los 
magistrados 
respecto al 
derecho a la 
libertad y a 
la dignidad 
de un 
imputado, 
debería ser 
la misma en 
el caso de 
todos los 
imputados. 

Considero que 
no son 
tomados en 
cuenta al 
momento de 
analizar el 
caso.  

 

Los órganos 
jurisdiccionales 
tienen el deber de 
protección de los 
derechos 
fundamentales de la 
persona, función que 
comprende todas 
aquellas actuaciones 
positivas que la 
Constitución o las 
leyes le atribuyen 
para la protección de 
tales derechos, 
frente a actos del 
propio Estado como 
de los particulares y 
los jueces deben 
otorgar dicha 
protección en el 
ejercicio de sus 
respectivas 
funciones. Siendo 
ello así, se tiene que 
ante la comisión de 
un hecho delictivo 
debidamente 
probado, en el que 
se establece la 
responsabilidad 
penal del procesado, 
el juez, debe 
respetar el derecho 
de defensa, debido 
proceso y el plazo 
razonable, la eficacia 
materia, principios 
vinculados a una 
verdadera 
administración de 
justicia. 

A mi opinión no 
todos los jueces 
hacen una 
valoración 
adecuada de estos 
derechos que son 
fundamentales, al 
momento de dictar 
una medida de 
detención, debe 
indicar   cuales son 
los fundamentos 
por los cuales   
priva de su libertad 
a una persona, 
teniendo en cuenta 
que esta es de 
ultima ratio, 
asimismo toda 
persona tiene 
derecho a la 
dignidad significa 
que un individuo 
siente respeto por 
sí mismo y se 
valora al mismo 
tiempo que es 
respetado y 
valorado. Implica 
la necesidad de 
que todos los 
seres humanos 
sean tratados en 
un pie de igualdad 
y que puedan 
gozar de 
los derechos fund
amentales que de 
ellos derivan. 

Los 
entrevistados 
sostienen en la 
actualidad el 
derecho 
fundamental a la 
libertad no es 
valorado porque, 
la prisión 
preventiva se ha 
convertido en un 
mecanismo de 
regala general, y 
no una 
excepción como 
lo establecen los 
tratados 
internacionales, 
la jurisprudencia 
nacional y el 
Condigo 
Procesal Penal, y 
por tratarse de 
un delito tan 
delicado, 
muchas veces se 
resuelve por 
presión y no por 
medio de la 
razón critica. 

Respecto de 
esta parte de 
la pregunta, 
no se ha 
encontrado 
discrepancias 
u opiniones 
diferentes, por 
tanto, es 
importante 
señalar que 
los alcances 
que hacen 
llegar los 
expertos, es 
fundamental 
para el 
desarrollo del 
presente 
trabajo de 
investigación. 

El derecho a la 
libertad es un 
derecho 
fundamental 
que en la 
actualidad es 
vulnerado 
constantement
e, y se ha 
hecho muy 
común que los 
jueces de 
investigación 
preparatoria, 
impongan 
mediadas 
arbitrarias, y 
más aún en un 
delito tan 
delicado como 
el de violación 
de menores, 
porque sin 
más indicio 
que el 
testimonio de 
la víctima, el 
imputado 
terminar 
privado de su 
libertad, 
expuesto a un 
maltrato 
psicológico, 
económico, y 
de su propia 
vida. 

 

 

 



 

 

 

Objetivo específico 2: analizar cómo el mandato de prisión preventiva sin sustento de la razonabilidad vulnera el principio de proporcionalidad. 
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¿Qué motiva 
a los jueces 
de 
investigació
n 
preparatoria 
a privar de la 
libertad a un 
imputado 
por violación 
de menores 
aun cuando 
existen otros 
mecanismos 
alternativos 
a la prisión 
preventiva? 

En principio si 
se comete un 
ilícito penal 
existe 
responsabilida
d penal la cual 
debe ser 
juzgada dentro 
de un debido 
proceso; los 
jueces aplican 
la ley de 
acuerdo a 
varios criterios 
con principios 
de legalidad, 
proporcionalid
ad y 
racionalidad 
entre otros, 
haciendo una 
adecuada 
valoración de 
la prueba en 
cada proceso, 
sino esta 
actuación 
deviene en 
arbitraria e 
inconstituciona
l. 

El derecho a la 
libertad siempre 
es desvalorado 
en el delito de 
violación de 
menores, 
teniendo los 
jueces una 
inclinación a la 
presunta 
víctima; 
aplicándose la 
prisión 
preventiva como 
regla y no como 
excepción, sin 
importar de este 
modo la dignidad 
de la persona 
que se ve 
afectada al ser 
procesada por 
este tipo penal, 
máxime si 
resulta ser 
inocente, no 
habiendo ningún 
tipo de 
resarcimiento 
ante dicho 
prejuzgamiento. 

Presiones 
políticas, 
presiones 
sociales que 
recae en la 
perdida 
confianza y 
desacredita 
el criterio del 
juez penal 
que otorgue 
libertada a 
un violador, 
lo cual se ve 
potencializa
do en casos 
mediáticos; 
desprestigia
ndo al 
magistrado y 
a la 
institución. 

Se quiera 
reconocer o no, 
pero la minoría de 
edad es 
considerada un 
factor de 
vulnerabilidad, y 
es por ello que se 
busca proteger 
enérgicamente el 
derecho a la 
justicia de las 
víctimas, sin 
embargo, no se 
optan por otros 
elementos por falta 
de uso, falta de 
recursos, y la 
percepción 
herrada de una 
sociedad punitiva 
sobre impunidad. 

La 
valoración 
que hacen 
los 
magistrados 
respecto al 
derecho a la 
libertad y a 
la dignidad 
de un 
imputado, 
debería ser 
la misma en 
el caso de 
todos los 
imputados. 

La valoración 
que hacen los 
magistrados 
respecto al 
derecho a la 
libertad y a la 
dignidad de un 
imputado, 
debería ser la 
misma en el 
caso de todos 
los imputados. 

Toda medida de 
coerción procesal está 
conectada con la 
garantía de tutela 
jurisdiccional efectiva y 
será legítima 
constitucionalmente 
siempre y cuando se 
dicte de conformidad a 
los presupuestos 
establecidos en el 
artículo 253 del Código 
Procesal Penal, se 
observen los principios 
de intervención 
indiciaria y 
proporcionalidad.  
Existen otras medidas 
de coerción personal 
menos gravosos 
establecidas en la 
norma adjetiva; sin 
embargo, el Juez 
decide imponer la 
medida más gravosa 
para alcanzar el fin 
constitucionalmente 
legítimo y socialmente 
relevante, pero 
teniendo en cuenta los 
principios de 
presunción de 
inocencia, legalidad 
procesal, 
proporcionalidad 
(garantía de seguridad 
jurídica), 
razonabilidad, debida 
motivación, entre 
otros. 

Lo que motiva al 
Juez a declarar 
FUNDADA una 
prisión 
preventiva son la 
existencia de 
elementos de 
convicción, la 
gravedad de los 
hechos y la 
existencia del 
peligro procesal, 
conforme lo 
establece el 
artículo o 268 del 
Código Procesal 
Penal. 

Sobre esta 
interrogante los 
entrevistados 
señalan que la 
motivación de los 
jueces de 
investigación 
preparatoria para 
privar de la 
libertad a una 
persona, es en 
muchos de los 
caos por las 
presiones 
sociales, 
mediáticas e 
incluso por 
cuestiones 
políticas, y en la 
realidad social 
del Perú, lo 
jueces no han 
optado por la 
aplicación de 
alguna mediada 
alternativa a la 
prisión 
preventiva, 
mucho menos en 
el delito de 
violación de 
menores.  

Sobre esta 
parte, los 
entrevistados 
siguen la 
misma línea 
de 
pensamiento, 
al señalar que 
toda medida 
de coerción 
procesal está 
conectada con 
la garantía de 
la tutela 
procesal 
efectiva, y 
esta será 
legitima 
constitucional
mente 
siempre y 
cuando se 
dicte de 
conformidad 
con los 
presupuestos 
establecido en 
el Artículo 253 
del Condigo 
Procesal 
Penal, y el 
respeto a los 
principios de 
proporcionalid
ad, legalidad, 
razonabilidad, 
y la debida 
motivación. 

En la 
actualidad, la 
aplicación de 
la prisión 
preventiva se 
ha convertido 
en una regla 
general por 
todos los 
jueces, no solo 
en el caso de 
los delitos de 
violación de 
menores, si 
no, en otros 
delitos que son 
menos 
gravosos, por 
cierto, pero en 
el caso del 
delito de 
violación de 
menores, la 
situación es 
distinta, 
porque se 
priva de la 
libertad a una 
persona aun 
cuando no se 
reúne con la 
evidencia 
suficiente, y 
versiones 
comprobables. 
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¿Cuáles 
serían las 
consecuenci
as para la 
víctima y el 
imputado la 
exposición al 
público de 
las 
audiencias 
por los 
delitos de 
violación de 
menores? 

Se debe 
recordar que 
en un proceso 
penal existen 
entre otros 
derechos el de 
presunción de 
inocencia; 
lastimosament
e en nuestro 
país los 
medios de 
comunicación 
muchas veces 
al cubrir este 
tipo de noticias 
no brindan un 
tratamiento 
informativo 
respetuoso 
vulnerándose 
derechos 
como la 
imagen, 
identidad, 
dignidad, 
intimidad y 
otros 
derechos, lo 
cual resulta 
perjudicial. 

En cuanto al 
caso de la 
víctima; no solo 
se le estaría re 
victimizando al 
exponerla al 
público, sino 
también al 
momento de 
reiterar los 
hechos materia 
de investigación; 
y, en cuanto al 
caso del 
imputado este, 
no solo está 
siendo privado 
de su libertad, si 
no también 
termina en una 
estigmatización 
de la sociedad 
que queda 
perenne, y en 
ciertos casos sin 
retorno. 

Presiones 
políticas, 
presiones 
sociales que 
recae en la 
perdida 
confianza y 
desacredita 
el criterio del 
juez penal 
que otorgue 
libertada a 
un violador, 
lo cual se ve 
potencializa
do en casos 
mediáticos; 
desprestigia
ndo al 
magistrado y 
a la 
institución. 

En principio las 
audiencias 
referidas a delitos 
contra la libertad 
sexual son 
privadas, 
precisamente para 
garantizar la 
dignidad, tanto de 
agraviada (o) 
como del imputada 
(o), pero 
adicionalmente 
para evitar no solo 
la victimización 
secundaria de la 
parte agraviada a 
ser expuesto a una 
audiencia donde 
se ventilaran 
aspectos privados, 
bajo los cuales fue 
afectada (o), si no 
también, evitar la 
estigmatización a 
la que puede ser 
sometida (o) como 
víctimas de 
agresión sexual 
ante una sociedad 
poco empática. 

En cuanto al 
caso de la 
víctima; no 
solo se le 
estaría re 
victimizando 
al exponerla 
al público, 
sino también 
al momento 
de reiterar 
los hechos 
materia de 
investigació
n; y, en 
cuanto al 
caso del 
imputado 
este, no solo 
está siendo 
privado de 
su libertad, 
si no 
también 
termina en 
una 
estigmatizac
ión de la 
sociedad 
que queda 
perenne, y 
en ciertos 
casos sin 
retorno. 

Se afectarían 
derechos 
fundamentales 
de ambos, 
primordialment
e el interés 
superior del 
niño. Del 
mismo modo, 
quedarían 
marcados 
socialmente.  

Lastimosamente, los 
medios de 
comunicación tienen 
una fuerte 
responsabilidad en 
la naturalización de 
la violencia en todas 
sus formas, al 
reproducir modelos 
de violencia y 
discriminación. Por 
lo que, exponer en 
público casos como 
estos, solo evidencia 
la falta de respeto a 
la imagen, identidad, 
dignidad e intimidad, 
presunción de 
inocencia, de las 
personas 
involucradas en 
cada caso en 
particular, lo cual 
resulta perjudicial. 

Que, la norma 
vigente 
establece que 
este tipo de 
audiencias son 
privadas, siendo 
mi opinión que 
no se puede 
poner en riesgo 
a la menor, debe 
ser tratado de 
una manera 
adecuada. 

Sobre esta 
interrogante, los 
entrevistos 
sostienen que en 
este tipo de delitos 
el rol de los medios 
de comunicación 
juega un rol muy 
importante, porque 
son ellos quienes 
exponen a la 
víctima y al 
imputado, so 
pretexto de realizar 
una labor de 
investigación, pero 
lo único que 
consiguen es la re 
victimización de la 
víctima, y al 
imputado, lo 
condenan con 
anticipación. 

Al 
respecto, 
no existen 
opiniones 
discrepant
es, porque 
por ser un 
delito 
especial, 
se puede 
identificar 
que las 
respuesta
s son 
uniformes, 
lo cual 
resulta 
muy 
important
e para los 
fines de la 
investigaci
ón. 

Las 
consecuencias de 
la exposición al 
público de los 
casos de violación 
de menores es un 
atentado contra el 
derecho 
fundamental a la 
dignidad de la 
víctima, y también 
del imputado, por 
lo tanto, la 
exposición al 
público de las 
audiencias y/o el 
dar a conocer los 
datos de la víctima 
y del imputado a 
los medios de 
comunicación 
causa un atentado 
a los derechos 
fundamentales del 
imputado y de la 
víctima. 
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